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vIoleNcIa Sexual eN el coNflIcto armado: 
BarreraS para acceder a la juStIcIa
 
Ana Lucía Moncayo Albornoz1
resumen
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Oscura de la Criminalidad, Conflicto armado, Acceso a la justicia, 
Impunidad]
El patriarcado, basado en la posición dominante del hombre 
en la familia y en la opresión hacia la mujer, ha permeado 
las instituciones y las generaciones hasta el día de hoy; el 
poderío masculino se ha impuesto y se ha mantenido a tra-
vés de la historia, entre otros mecanismos, con la violencia 
contra la mujer y los hijos.
La sexualidad ha sido el producto de todas esas prácti-
cas de opresión cuyo mensaje consciente e inconsciente le 
otorga a la mujer y a su comportamiento un menor valor. 
1 Abogada de la Universidad Externado de Colombia, especializada 
en derecho penal de la misma universidad, con maestría en ciencias 
penales de la Universidad de Barcelona y Pompeu Fabra (Barcelona 
– España). Investigadora y coordinadora de la línea de investigación 
de victimología del Centro de Investigación en Política Criminal de 
la Universidad Externado de Colombia desde 2003, e investigadora 
de la Cátedra uNeSco “Derechos Humanos y violencia: gobierno y 
gobernanza”.
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Mensaje que ha sido socializado generación tras generación 
y que al ser internalizado (Berger y luckmaNN, 1999: 170 y 
ss) en el hombre ha legitimado la arbitrariedad y la violen-
cia en contra de la mujer. Dicha violencia –física, sexual o 
psicológica– se ha extendido tanto en el ámbito familiar 
–doméstico– como en el público.
Las agresiones sexuales en contra de las mujeres en su 
mayoría no son denunciadas ante organismos o entidades 
del Estado. Pero dentro del conflicto armado las agresiones 
sexuales, pese a ser sistemáticas y generalizadas, han sido 
invisibilizadas por el Estado y en general por la sociedad. 
Existe un alto subregistro de estos delitos por parte de or-
ganismos del Estado. 
El Estado ha incumplido con su deber de investigar, en-
juiciar y sancionar a los responsables, más cuando se trata 
de violencia sexual contra las mujeres, niñas y jóvenes en el 
marco del conflicto armado. Deber que se acentúa cuando 
se trata de violaciones a los derechos humanos.
Del mismo modo, las mujeres víctimas de tales agresio-
nes no denuncian estos hechos, pues se enfrentan a varias 
causas, como miedo, desconocimiento del código del sis-
tema judicial, desconfianza en el mismo, etc. Esta situación 
impide que los derechos afectados sean reparados y que 
dichas agresiones se repitan. De tal suerte que se atenúen 
los límites del conflicto armado y se amplía cada vez más 
la brecha entre hombres y mujeres. 
mujer, vIoleNcIa Sexual y coNflIcto armado 
I. vIoleNcIa coNtra la mujer: 
uNa coNStruccIóN SocIocultural 
El origen de la discriminación institucional y la subordina-
ción social de las mujeres, han sido consecuencia de la falta 
de autoridad y de poder que estas han tenido que soportar 
desde tiempos inmemorables. 
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El patriarcado, basado en la posición dominante del 
hombre en la familia y en la opresión hacia la mujer ha 
permeado las instituciones y las generaciones hasta el día de 
hoy; el poderío masculino se ha impuesto y se ha mantenido 
a través de la historia, entre otros mecanismos, mediante la 
violencia contra la mujer y los hijos.
Con una simple mirada hacía el pasado se puede ob-
servar cómo el maltrato y el “castigo”2 del hombre hacía 
la mujer fueron precedentes esenciales para la expansión 
y multiplicación de una cultura de violencia en su contra 
en el ámbito privado, los cuales repercutieron también en 
el ámbito público.
maría tereSa mojIca, en la investigación sobre Conductas 
ilícitas y derecho de castigo durante la colonia, señaló: 
Lo cierto es que el derecho masculino de castigo transitó 
libremente entre la moderación y la sevicia cruel porque la 
“moderación” fue un límite difuso y nunca definido. El único 
límite real aplicado en la práctica por esposas, maridos, jueces 
y abogados, fue el inminente peligro de muerte de la mujer.
Oponerse a este derecho, denunciarlo y decidirse a no so-
portarlo más era particularmente difícil para las esposas 
por razones como las siguientes: la noción de autoridad que 
animaba el derecho masculino de castigo estaba revestida por 
los binomios afecto-miedo, merced-rigor y protección-castigo, 
los que gracias a su ambigüedad constitutiva debieron hacer 
más efectiva la sumisión de la esposa.
La agresión física contra la mujer en el ámbito conyugal, como 
una forma de castigo que procuraba su corrección, constituye 
una antigua presencia en la cultura occidental, habiéndose 
2 Sobre el particular nos remitimos a la diferencia realizada por maría tereSa 
mojIca rIvadeNeIra (2005: 189), al señalar que el castigo fue aplicado por el 
hombre ante la ocurrencia de una falta de la mujer y el maltrato igualmente 
aplicado por el hombre sin que antecediera una falta de la mujer.
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configurado una tradición cargada de legitimidad y legalidad 
erigida sobre la convicción de la incapacidad de la mujer que 
la colocaba dentro del grupo de seres que necesitaban ser 
corregidos” (mojIca, 2005: 190.191).
La historia ha evidenciado cómo el poder masculino se ha 
afirmado en las estructuras sociales y en las actividades 
productivas y reproductivas, y se ha concretado en la divi-
sión sexual del trabajo, la cual le ha concedido al hombre 
un lugar aventajado frente a las mujeres –no sólo en ámbito 
laboral sino en todos los demás.
Tal poder ha permeado el andamiaje de toda la sociedad 
latinoamericana, y como toda estructura de dominación, ha 
sido “el producto de un trabajo continuado (histórico por 
tanto) de reproducción al que contribuyen unos agentes sin-
gulares (entre los que están los hombres con armas como la 
violencia física y la violencia simbólica) y unas instituciones: 
Familia3, Iglesia, Escuela, Estado (BourdIeu, 2000: 50)”.
Las mencionadas instituciones de control social formal, 
con sus ideologías y contenidos de desigualdad entre el 
hombre y la mujer, han ampliado las diferencias entre los 
mismos, lógicamente, privilegiando al hombre y subordi-
nando a la mujer no solo en el campo doméstico, sino en 
general en el social y político.
La sexualidad no solo se ha construido con característi-
cas biológicas de lo masculino y lo femenino, sino también 
por edificaciones sociales y culturales que han permitido 
que dicho contenido permanezca en transformación. Como 
diría BourdIeu (Ídem: 128), “la sexualidad tal como la en-
3 “La familia moderna, constituye bajo el aspecto antropológico-cultural 
un grupo íntimo y fuertemente organizado compuesto por los cónyuges y los 
descendientes, es decir la familia conyugal”. La familia conyugal comporta 
fundamentalmente dos tipos de relación de significado psicológico, social y 
político: las relaciones entre cónyuges y la relación parental-filial. En ambas, 
la figura que ostenta la autoridad es el hombre marido y padre (mIllareS, 
1983: 42).
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tendemos es un invento histórico, pero que se ha formado 
progresivamente a medida que se realizaba el proceso de 
diferenciación de los diferentes campos, y de sus lógicas 
específicas”4.
La sexualidad ha sido el producto de todas esas prácticas 
de opresión cuyo mensaje consciente e inconsciente le ha 
otorgado a la mujer y a su comportamiento un menor valor. 
Mensaje que ha sido socializado generación tras generación 
y que al ser internalizado5 en el hombre le ha permitido ejercer 
violencia física y psicológica en contra de la mujer. 
La utilización de la violencia en sus diferentes formas 
y representaciones por parte de los hombres ha sido un 
instrumento indigno de legitimación, por cuanto ésta, así 
sea leve, es “la culminación, la manifestación más severa 
de la situación de subordinación en la cual se encuentran 
las mujeres” (medINa).
En la mujer, voluntaria o involuntariamente, este pro-
ceso de descalificación personal y profesional también ha 
sido interiorizado, por lo que en muchas ocasiones y al 
ser prácticas comunes, éstas se perciben como conductas 
“normales” a las cuales ellas deben sucumbir. 
En todos los procesos de socialización el lenguaje ha 
jugado un papel fundamental, ya que éste, por sí mismo, 
tiene poder (vIzcarra, 2002: 66), el cual puede ser utilizado 
para clasificar, incluir o excluir a cierta parte de la población, 
entre otros. Sin duda, las palabras con su contenido han sido 
un instrumento de opresión, exclusión y violencia contra las 
mujeres. Es por ello que se reconoce que la violencia contra 
la mujer puede llegar a ser tan tenue o simbólica6 que la 
4 Sobre el particular, Berger y luckmaNN (1999: 69) señalan: “la sexualidad 
humana se caracteriza por su alto grado de elasticidad”.
5 En palabras de Berger y luckmaNN (Ídem: 170 y ss).
6 BourdIeu (2003: 49) la denomina violencia simbólica y la define como “una 
forma de ella {violencia} que podríamos llamar “dulce” y cuasi invisible “y 
considera que es el modo más poderoso de supremacía: ¨ La forma más potente 
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misma a menudo no reflexiona sobre ella y por lo tanto tales 
discriminaciones resultan invisibles en la sociedad. Sutil 
violencia que ha sido por lo demás artilugio para legitimar 
la arbitrariedad (BourdIeu, 1998: 329)7.
En otras ocasiones, la mujer reconoce la agresión y es 
consciente de la misma, pero el miedo al victimario y a la 
estigmatización hace que el silencio sea su albergue, aunque 
al mismo tiempo el encubridor del agresor y de sus prácti-
cas violatorias, lo cual contribuye a que tanto él como estas 
últimas persistan. Situación que permite, de una parte, la 
reproducción de dinámicas violentas y, de otra, la impunidad 
de los autores, lo que a su vez repercute en el ahondamiento 
en las desigualdades entre mujeres y hombres.
 Como se ha mencionado, estas prácticas violentas ge-
neran en la cotidianidad discriminación y exclusión contra 
las mujeres, pero la afectación se agrava cuando las mismas 
se dan en el conflicto armado. El chantaje, el abuso sexual, 
el maltrato físico y sicológico, son algunas de las violencias 
específicas que deben soportar las mujeres por parte de gru-
pos armados legales e ilegales. En estos casos, la barbarie y 
la arbitrariedad se hacen presentes, el ejercicio despiadado 
de la sexualidad por parte de los hombres lesiona derechos 
humanos importantes como la intimidad corporal y la li-
bertad individual (SáNchez, 2001: 99).
Las violencias y sus consecuencias no han sido ahistó-
ricas; las transformaciones y logros, que en el siglo xx y 
hasta nuestros días ha obtenido la mujer, se han realizado 
desde raciocinios sociales y estructurales en los cuales los 
referentes de lo masculino y femenino se han incrustado 
en lo más profundo. Dicho en otras palabras, los cambios 
continúan siendo el producto de las estructuras de poder, 
de dominación es la dominación sin disciplina, y este es el caso por ejemplo 
del orden familiar, del orden doméstico…”.
7 En el mismo sentido, cfr. terray, 2005: 329).
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arraigadas desde siglos en nuestra sociedad. Es por ello 
que los hombres “siguen dominando el espacio público y 
el campo del poder (especialmente económico, sobre la pro-
ducción) mientras que las mujeres permanecen entregadas 
(de manera predominante) al espacio privado (doméstico, 
espacio de la reproducción), donde se perpetúa la lógica de 
la economía de los bienes simbólicos, o en aquellos tipos 
de extensiones de ese espacio llamadas servicios sociales 
(hospitalarios especialmente) y educativos o también en 
los universos de producción simbólica (espacio literario, 
artístico o periodístico etc.)” (BourdIeu, 2000: 128).
La comunidad internacional es consciente de esta rea-
lidad y de la desigualdad que genera la violencia entre las 
mujeres y hombres. De ahí que organismos internacionales 
de protección de derechos humanos, tanto del sistema uni-
versal como regional, lo hayan evidenciado y construido 
importantes instrumentos que proscriben cualquier forma 
de violencia contra la mujer, por considerar que atentan 
contra el derecho a la igualdad y no discriminación. 
II. la vIoleNcIa Sexual coNtra la mujer 
eS uNa agreSIóN a loS derechoS humaNoS
– Instrumentos internacionales
La violencia contra la mujer ha sido un atentado contra 
su dignidad y por supuesto contra todos sus derechos y 
libertades. En el año de 1993 con motivo de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos en Viena, se reconoció 
expresamente, que los derechos de la mujer y la niña son 
derechos humanos y por ello “parte inalienable, integrante 
e indivisible de los derechos humanos universales”8.
8 Organización de Naciones Unidas, Asamblea General, A/CONF.157/23, 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena, 14 a 25 de junio de 1993, 
párr. 18.
110
Entre los instrumentos más importantes frente a la pro-
tección de la mujer contra la violencia, se encuentran:
– La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer adoptada por la Organización de Naciones 
Unidas –oNu– 1967; en ella expresamente se afirmó que la 
violencia contra la mujer: “constituye una manifestación 
de relaciones de poder históricamente desiguales entre el 
hombre y la mujer, que han conducido a la dominación de 
la mujer y a la discriminación en su contra por parte del 
hombre e impedido el adelanto pleno de la mujer”; y en su 
artículo 1º la define como: “todo acto de violencia basado 
en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda te-
ner como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales 
actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, 
tanto si se producen en la vida pública como en la privada”. 
Situación que comprende la violencia en la familia, la vio-
lencia dentro de una comunidad y la violencia perpetrada 
y tolerada por el Estado.
– La Convención Internacional para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer –oNu– 
1979. La misma no trató, específicamente, la temática de la 
violencia contra la mujer, pero sí le exigió –en el artículo 
5– a los Estados parte tomar las medidas necesarias para 
“modificar los patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación 
de los perjuicios y las prácticas consuetudinarias y de 
cualquier otra índole que estén basados en la idea de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o 
en funciones estereotipadas de hombres y mujeres”. Esta 
Convención fue el primer documento sobre los derechos 
de las mujeres que fijó obligaciones para los Estados partes 
que lo ratificaran9. 
9 Colombia suscribió la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
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En 1982 se creó el Comité para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Mujeres. Al citado 
Comité se le confió la función de vigilar la aplicación de 
las disposiciones de la Convención por parte de los países 
que la ratificaron; de ahí su importancia en el plano inter-
nacional.
– En el ámbito regional de protección de derechos hu-
manos, la Organización de Estados Americanos, específica-
mente frente al tema de la violencia contra la mujer, aprobó 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém 
do Pará, 199410. Dicho instrumento internacional definió en 
su artículo 1.º la violencia contra la mujer como: “cualquier 
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño, o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, 
tanto en el ámbito público como en el privado”.
La misma Convención, en su artículo 2º, señala que la 
violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual 
y psicológica, la cual puede ser cometida por cualquier 
persona (que viva en su domicilio o fuera de él, e incluso 
realizada o tolerada por el Estado o sus agentes), y se puede 
presentar:
Dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, 
entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; 
[…] en la comunidad y [que] sea perpetrada por cualquier 
persona y […] comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y 
Discriminación contra la Mujer, el 18 de diciembre de 1979, y entró en vigor 
el 3 de septiembre de 1981, Ley 51 de 1981
10 Ratificada por Colombia el 15 de noviembre de 1996, entró en vigor en 
diciembre del mismo año.
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acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar.
Esta Convención reafirma que toda mujer tiene derecho al 
reconocimiento, goce, ejercicio y protección de los derecho 
humanos, y consagra expresamente entre dichos derechos, 
los siguientes: a que se respete su vida; a que se respete su 
integridad física, psíquica y moral; a la libertad y a la seguridad 
personales; a no ser sometida a torturas; a que se respete la 
dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; 
a la igualdad de protección ante la ley y de la ley; a un recur-
so sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos; a la libertad de 
asociación; a la libertad de profesar la religión y las creencias 
propias dentro de la ley, y a tener igualdad de acceso a las 
funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 
públicos, incluyendo la toma de decisiones11.
La Convención, además de definir la violencia contra 
la mujer y contemplar los espacios en donde ésta se puede 
dar, establece una serie de obligaciones que los Estados 
partes deben cumplir para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer e igualmente, demanda de los 
Estados modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que 
respalden la continuidad o la tolerancia de la misma.
Igualmente, la Convención de Belém do Pará instaura 
mecanismos de protección contra la violencia de género 
y permite que cualquier persona pueda presentar ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones 
que contengan denuncias o quejas sobre el incumplimiento 
o transgresión de los deberes impuestos a los Estados partes 
(artículo 12).
11 Cfr. Artículo 4.º de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer.
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En relación con la protección de los derechos de la mujer 
frente al conflicto armado, resulta importante mencionar, 
entre otros12, el Protocolo Adicional a los Convenios de 
Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección 
de las víctimas de los conflictos armados, dispone medidas 
especiales de de protección para la mujer en el artículo 7613; 
señala que las mujeres son objeto de un respeto especial y 
están protegidas en particular contra la violación, la prosti-
tución forzada y cualquier otra forma de atentado al pudor. 
Así mismo, manifiesta que serán atendidas con prioridad 
las mujeres embarazadas y las madres que tengan hijos de 
corta edad a su cargo, que sean arrestadas o detenidas por 
razones relacionadas con el conflicto armado.
Del mismo modo, se encuentra la Declaración sobre la 
Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emergencia 
o de Conflicto Armado, proclamada por la Asamblea Ge-
neral el 14 de diciembre de 1974. Tal instrumento prohíbe y 
censura los ataques y bombardeos contra la población civil, 
que causa sufrimientos particularmente a las mujeres y a 
la infancia; rechaza y condena actos como la persecución, 
tortura, medidas punitivas, tratos degradantes, violencia 
ejercida contra la población civil formada por mujeres y 
niños; e insta a todos los Estados a cumplir plenamente 
las obligaciones que les imponen el Protocolo de Ginebra 
12 Existen varios instrumentos internacionales que garantizan los derechos 
de las mujeres en el marco del conflicto armado, entre ellos: Protocolo de 
Ginebra de 1925, los Convenios de Ginebra 1949 y sus Protocolos adicionales, 
la Convención sobre los Refugiados de 1957, etc.
13 No obstante, el artículo 75 del Protocolo II (de Ginebra) señala que “están y 
quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar los actos siguientes, ya sean 
realizados por agentes civiles o militares: a) los atentados contra la vida, 
la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular: I)el 
homicidio; II) la tortura de cualquier clase, tanto física como mental; III) las 
penas corporales; y Iv) las mutilaciones; b) los atentados contra la dignidad 
personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la prostitución 
forzada y cualquier forma de atentado al pudor; c) la toma de rehenes; d) las 
penas colectivas; y e) las amenazas de realizar los actos mencionados”.
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de 1925 y los Convenios de Ginebra de 1949 así como los 
otros instrumentos de derecho internacional relativos al 
respecto de los derechos humanos en conflicto armado, que 
ofrecen garantías especiales a las mujeres y a la infancia en 
general.
– La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer –Plata-
forma de Beijing– recoge principios del derecho internacional 
humanitario consagrados en los Convenios de Ginebra de 
1949 y sus protocolos adicionales. Esta Conferencia evidencia 
la crudeza de las consecuencias que afrontan las mujeres 
y niñas14 en el marco de los conflictos armados nacionales 
e internacionales, y la especial victimización que padecen 
las mujeres en situación de desplazamiento. Así mismo, 
insta a los Estados a adoptar diversas medidas relativas 
a la protección de las mujeres y la infancia en los citados 
conflictos, entre ellas: ratificar el Convenio de Ginebra rela-
tivo a la protección debida a las personas civiles en tiempo 
de guerra, de 1949, y sus Protocolos I15 y II16; proteger a las 
14 “Aunque hay comunidades enteras que sufren las consecuencias de los 
conflictos armados y el terrorismo, las mujeres y las niñas se ven especialmente 
afectadas debido a su género y a su condición en la sociedad. Las partes en 
el conflicto a menudo violan a las mujeres con impunidad, utilizando la 
violación sistemática como táctica de guerra y terrorismo. Los efectos de la 
violencia contra las mujeres y de la violación de sus derechos humanos en ese 
tipo de situaciones son experimentados por mujeres de todas las edades, que 
son víctimas de desplazamiento, pérdida del hogar y de los bienes, pérdida 
o desaparición involuntaria de parientes cercanos, pobreza, separación y 
desintegración de la familia, y que son víctimas, ellas mismas, de actos de 
asesinato, terrorismo, tortura, desapariciones involuntarias, esclavitud sexual, 
violación, abuso sexual y embarazos forzados, especialmente como resultado 
de políticas de depuración étnica y otras nuevas formas de violencia. Ello se 
ve agravado por las traumáticas consecuencias de carácter social, económico y 
psicológico causadas por los conflictos armados y la ocupación y dominación 
extranjera, consecuencias que se sufren durante toda la vida”. La Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer - Plataforma de Beijing, párrafo 135. 
Disponible en: http://www.mujeresdelsur.org.uy/beijing/plataf5e.htm
15 Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales
16 Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional
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mujeres y la infancia en particular contra la violación, la 
prostitución forzada y cualquier otra forma de agresión 
con carácter sexual; reforzar la función de las mujeres y 
garantizar una representación paritaria entre géneros en 
todos los niveles de toma de decisiones en las instituciones 
nacionales e internacionales en negociociones para la paz; 
también involucra en la adopción de medidas de protección 
de derechos de mujeres, jóvenes y niñas a organizaciones 
intergubernamentales y no gubernamentales17.
– La Resolución 1325 de 2000 de las Naciones Unidas 
aprobada por el Consejo de Seguridad18. En este documen-
to, el Consejo de Seguridad expresó su preocupación por 
la situación de las mujeres, niñas y niños en los conflictos 
armados y recomendó adoptar varias medidas de protec-
ción de los derechos tanto a los Estados como a las partes 
del conflicto armado.
 Con respecto a la difícil situación de las mujeres y niñas, 
el Consejo señaló: “las mujeres y los niños constituyen la 
inmensa mayoría de los que se ven perjudicados por los 
conflictos armados, incluso en calidad de refugiados y per-
sonas desplazadas internamente, y cada vez más sufren los 
ataques de los combatientes y otros elementos armados”; 
así mismo, reconoció “los efectos que ello tiene para la paz 
y la reconciliación duraderas”. 
El Consejo de Seguridad manifestó su “voluntad de in-
corporar una perspectiva de género en las operaciones de 
mantenimiento de la paz”; instó a los Estados a aumentar su 
apoyo financiero, técnico y logístico voluntario en activida-
des de adiestramiento destinadas a crear sensibilidad sobre 
las cuestiones de género; solicitó a los participantes en las 
negociaciones de paz adoptar una perspectiva de género; 
17 Cfr. La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer - Plataforma de Beijing, 
párrafo 147.
18 Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4213ª reunión, el 31 de octubre 
de 2000.
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exhortó todas las partes de un conflicto armado respetar los 
derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario 
y proteger a las mujeres y niñas, y las requirió a adoptar 
medidas especiales contra las violencias, particularmente 
la violación y otras formas de abusos sexuales; reafirmó 
que los Estados están obligados a investigar y enjuiciar a 
los culpables de genocidio, crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra, especialmente los relacionados con 
la violencia sexual y de otro tipo, y recalcó que los citados 
crímenes no pueden ser objeto de leyes de amnistía.
El Estatuto de Roma –aprobado por Colombia mediante la 
Ley 742 de 2002– reconoció por primera vez que la violación, 
la esclavitud sexual, la prostitución forzada, la esterilidad 
forzada y otros abusos sexuales de gravedad se entienden 
como crímenes de lesa humanidad, siempre que formen parte 
de ataques generalizados o sistemáticos contra la población 
civil (artículo 7º ). Así mismo, contempló varias conductas 
como crímenes de guerra en el marco de los conflictos ar-
mados internacionales y no internacionales, al incorporar 
en su artículo 8.º, las siguientes: las infracciones graves a los 
convenios de Ginebra; otras violaciones graves de las leyes 
de usos aplicables en los conflictos armados internacionales 
dentro del marco establecido de derecho internacional, en 
caso de conflcito armado que no sea de índole internacional; 
las violaciones graves del artículo 3º común a los Convenios 
de Ginebra; otras violaciones graves de las leyes y los usos 
aplicables en los conflictos armados que no sean de índole 
internacional, dentro del marco establecido de derecho in-
ternacional. En todo caso, los delitos de violencia sexual se 
encuentran dentro de otras violaciones graves a las leyes y 
los usos aplicables a los conflictos armados, tanto del orden 
internacional como del interno.
La Resolución 1820 de 2008 de las Naciones Unidas, 
aprobada por el Consejo de Seguridad el 19 de junio. En este 
documento, el Consejo de Seguridad expresó su preocupa-
ción porque a pesar del repetido rechazo a la violencia contra 
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las mujeres y los niños en situaciones de conflicto armado, 
“tales actos siguen ocurriendo y en algunas situaciones se 
han vuelto sistemáticos y generalizados y han alcanzado 
un grado alarmante de brutalidad”; así mismo, exigió la 
prohibición de todas las formas de violencia sexual contra 
mujeres, niñas y niños. 
El Consejo de Seguridad consagró que la violencia 
sexual dentro del conflicto armado puede constituir crimen 
de guerra, crimen de lesa humanidad o un acto constitu-
tivo de genocidio, razón por la cual considera que estos 
crímenes deben quedar excluidos de leyes de amnistía en 
procesos de solución de conflictos. Hace un llamado a los 
Estados para que cumplan con su obligación de enjuiciar a 
los responsables y así se dé fin a la impunidad. Del mismo 
modo, dicho organismo advierte que cuando se establezca 
y renueve el régimen de sanciones dirigidas a los Estados, 
aplicará medidas selectivas y graduales contra las partes del 
conflicto armado que cometan agresiones sexuales contra 
mujeres y niñas.
El Consejo insiste, en relación con las operaciones de 
mantenimiento de la paz en continuar con la política de 
tolerancia cero a la explotación y abusos sexuales en las 
operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones 
Unidas y pide elaborar estrategias para aumentar la capa-
cidad de las operaciones de mantenimiento de la paz, así 
como también que en consulta con las mujeres y las organi-
zaciones dirigidas por mujeres elaboren mecanismos eficaces 
para proteger a las mujeres y niñas en los campamentos de 
refugiados y desplazados internos, así como en los procesos 
de desmovilización, desarme y reintegración. 
Los citados instrumentos internacionales y las innu-
merables resoluciones adoptadas por sus organizaciones, 
resultan ser sumamente importantes en el avance hacia una 
construcción social, política y cultural de igualdad entre el 
hombre y la mujer. Los mismos reconocen los derechos de 
la mujer, rechazan la violencia ejercida contra ella en todas 
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sus dimensiones tanto fuera como dentro del conflicto ar-
mado, por menoscabar y anular el disfrute de sus derechos 
y libertades19, e instan a los Estados partes a intensificar sus 
esfuerzos en favor de la protección de los derechos humanos 
de la mujeres, jóvenes y niñas.
jurISprudeNcIa deNtro del SIStema 
INteramerIcaNo de derechoS humaNoS
En la sentencia proferida en el caso Miguel Castro Castro, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos por primera 
vez asumió competencia sobre violencia contra la mujer, 
dando aplicación a la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer (Convención de Belém do Pará)20. Este, es por lo tanto, 
un fallo de gran trascendencia porque la Corte declaró la 
responsabilidad del Estado peruano por infracción tanto 
del la Convención Interamericana de Derechos Humanos 
como por la Convención Belém do Pará (el artículo 7b). 
Sobre el particular resulta importante lo manifestado por 
el juez SergIo garcía ramírez en voto razonado, al señalar: 
“la interpretación debe atender a las previsiones del artículo 
29 cadh, acoger el criterio pro personae propio del Derecho 
internacional de los derechos humanos, favorecer la plena 
19 Expresión afirmada en la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 
2003/45. La eliminación de la violencia contra la mujer. Párr.6.
20 En otras oportunidades fue la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
la que resolvió sobre infracciones a la Convención de Belém do Pará, entre 
otros, en el caso: marIa da peNha marIa ferNaNdez Vs Brasil, maría eugeNIa 
moraleS de SIerra vs Guatemala, maría mamérIta meStaNza chávez Vs Perú, 
el cual fue resuelto por Acuerdo de Solución Amistosa el 26 de agosto de 2003. 
En palabras del Juez SergIo ramírez en su voto razonado, “Siempre me ha 
parecido sorprendente, si no enigmático, que hasta hoy, más de una década 
de la entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará, la Comisión 
Interamericana no haya jamás, hasta la fecha, buscado la hermenéutica de esta 
Corte sobre dicha Convención, como esta última expresamente le faculta”. 
Par. 67.
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eficacia del tratado en atención a su objeto y fin y contribuir 
a la afirmación y fortalecimiento del Sistema Interamericano 
en esta materia”21. (Resaltado fuera de texto).
La elaboración de un análisis de género dentro de la 
sentencia resulta importante para el respeto de los derechos 
humanos por parte de los Estados. La Corte Interamericana 
resaltó, frente a los hechos que motivaron la impugnación, 
lo siguiente: “las mujeres se vieron afectadas por los actos 
de violencia de manera diferente a los hombres; (…) algunos 
actos de violencia se encontraron dirigidos específicamente 
a ellas y otros les afectaron en mayor proporción que a los 
hombres”22. 
El juez aNtoNIo a. caNçado trINdade manifestó que 
en la toma de la Prisión Castro Castro hubo por parte de 
agentes del Estado uso extremo de violencia contra las 
internas, especialmente contra las mujeres embarazadas y 
en general frente a la vivencia de la maternidad23. De igual 
modo, señaló que tal afectación se concretó en la violación 
de las prisioneras cuando estas fueron llevadas al hospital 
después de la agresiva incursión24.
21 Voto Razonado del Juez SergIo garcía ramírez. Par. 32e).
22 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso mIguel caStro caStro vs 
Perú. Sentencia del 25 de noviembre de 2006, par 223. La crítica situación que 
debieron soportar las mujeres embarazadas párrs. 290, 298; desnudez forzada 
contra seis mujeres detenidas, párr. 306
23 Voto Razonado del Juez aNtoNIo a. caNcado trINdade “61. Hubo, de inicio, 
la extrema violencia pre-natal, evidenciada en las brutalidades a que fueron 
sometidas las mujeres embarazadas en la Prisión de Castro Castro, descritas en 
la presente Sentencia (párrs. 197(57), 292 y 298). ¿Cuáles han sido las secuelas 
de ese cuadro de extrema violencia en la mente - o en el inconsciente - de los 
niños nacidos del vientre materno tan irrespetado y violentado, aún antes 
de su nacimiento?
 62. Hubo, en seguida, la extrema violencia en la propia vivencia de la 
maternidad, frente a la brutalidad perpetrada contra los hijos”, par. 61 y 62. 
24 Voto Razonado del Juez aNtoNIo a. caNcado trINdade: “varias de las 
prisioneras, quienes ya estaban “seriamente heridas” pero lograron al hospital, 
“transportadas en camiones, una encima de la otra”, fueron “violadas en el 
hospital por personas encapuchadas”, párr. 67.
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 Ahora bien, específicamente frente a la violencia sexual 
ejercida contra las mujeres, la Corte señaló que las mujeres, 
además de recibir un trato violatorio de su dignidad personal, 
fueron víctimas de “violencia sexual, ya que estuvieron des-
nudas y cubiertas con tan solo una sábana, estando rodeadas 
de hombres armados, quienes aparentemente eran miembros 
de las fuerzas de seguridad del Estado. Lo que califica este 
tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron 
constantemente observadas por hombres”25. 
La Corte consideró que la violencia sexual se configura 
al efectuar “acciones de naturaleza sexual que se cometen 
en una persona sin su consentimiento, que además de 
comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden 
incluir actos que no involucren penetración o incluso con-
tacto físico alguno”26. 
Así mismo, el Tribunal condenó la actuación de encapu-
chados con respecto a una mujer al efectuarle una “inspec-
ción” vaginal dactilar con el pretexto de seguridad. Tal acto 
de violencia sexual, además, fue calificado de tortura.
La Corte repudió la violación sexual27 de la que fue víctima 
una mujer por parte de un agente del Estado, señaló: “la 
violación sexual de una detenida por un agente del Estado 
es un acto especialmente grave y reprobable, tomando en 
cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder 
que despliega el agente. Asimismo, la violación sexual es una 
experiencia sumamente traumática que puede tener severas 
25 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia del 25 de noviembre 
de 2006, caso mIguel caStro caStro vs Perú, par. 306.
26 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia del 25 de noviembre 
de 2006, caso mIguel caStro caStro vs Perú, par. 306.
27 La Corte Interamericana acogió el concepto de acceso carnal violento –violación 
sexual– en el entendido de que el mismo “no implica necesariamente una 
relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró 
tradicionalmente. Por violación sexual también debe entenderse actos de 
penetración vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, mediante 
la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la 
penetración bucal mediante el miembro viril”, Ob., cit.: párr.310.
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consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja 
a la víctima “humillada física y emocionalmente”, situación 
difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia 
de lo que acontece en otras experiencias traumáticas”28.
En cuanto a la violencia sexual contra la mujer en el marco 
de un conflicto armado, la Corte reconoció que durante los 
conflictos armados la violencia sexual contra la mujer es 
utilizada como “un medio simbólico para humillar a la parte 
contraria “Es reconocido que durante los conflictos armados 
internos e internacionales las partes que se enfrentan utili-
zan la violencia sexual contra las mujeres como un medio 
de castigo y represión. La utilización del poder estatal para 
violar los derechos de las mujeres en un conflicto interno, 
además de afectarles a ellas de forma directa, puede tener 
el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de 
esas violaciones y dar un mensaje o lección”29.
La Corte consideró que la extrema violencia ejercida en 
el ataque a la Prisión Castro Castro (en general para toda 
la población no solo para la violencia de género) constituye 
un delito de lesa humanidad (y no en un delito común), 
así el Estado en su normativa interna no lo haya tipificado 
como tal. Lo anterior, por que en dicha incursión se ejerció 
violencia sistemática y generalizada, es decir, el Estado 
incumplió con la prohibición de cometer crímenes de lesa 
humanidad, prohibición considerada como una norma de 
ius cogens, cuya penalización es obligatoria conforme al 
derecho internacional general”30.
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
efectuado algunos pronunciamientos sobre los derechos de 
la mujer en el estudio de casos específicos de violaciones de 
derechos humanos, en los que la víctima o su representante 
28 Ídem: par. 311.
29 Ídem: par. 224.
30 Cfr. Ídem: par. 402 - 403.
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las demandan ante la cIdh. A continuación encontramos 
algunos casos, en los que se presentan atentados contra los 
derechos a la vida, integridad, un recurso a garantía judicial 
efectivo, estar libre de torturas, etc.:
El caso de raquel martíN de mejía vs Perú31, adopta-
do en marzo de 1996 por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos; en él se denunció la violación sexual 
efectuada por parte de un agente del Estado a Raquel Mar-
tín. La Comisión consideró que tal violación constituía un 
hecho de tortura en el marco de la Convención Americana 
de Derechos Humanos y de la Convención de Belém do 
Pará (violación de los derechos a la integridad personal, 
la libertad personal). Así mismo, consideró que se le había 
negado el derecho a la protección de su honra y dignidad, 
por cuanto el Estado no le otorgó un remedio efectivo a la 
víctima (violación a las garantías judiciales).
El caso de x y y vs Argentina. En él la hija de 13 años y la 
esposa de un recluso denunciaron la práctica de revisiones 
vaginales a que fueron sometidas por parte de la guardia 
de una prisión de Argentina. La Comisión Interamericana 
consideró que tal inspección implica la invasión del cuerpo 
de la mujer y entre otras consideraciones señaló que tal 
medida “no era necesaria en una sociedad democrática”. 
Además encontró la Comisión que se infringió el artículo 
19 de la Convención Americana porque el Estado no había 
tenido en cuenta el interés superior de la niña de 13 años. 
“Extrañamente, no se emitió pronunciamiento alguno acerca 
de la posible discriminación, dado que se deduce del informe 
de la Comisión que solamente se sometía a mujeres a estas 
revisiones y no a los hombres” (Medina).
El caso de mm contra el Perú. mm fue violada por un médico 
que trabajaba para el sistema público de salud del Perú. El 6 
31 Raquel Martín de Mejía contra Perú, Informe nº 5/96, Caso 10.970, Informe 
Anual de la CIDH 1995, OEA/Ser.L/V/II.91, doc. 7 rev., 28 febrero 1996.
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de marzo de 2000, las partes firmaron un acuerdo amistoso 
que ha sido supervisado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. El Estado peruano asumió su responsa-
bilidad por vía de la solución amistosa y aceptó compensar 
a mm, así como también reportar al médico ante el colegio 
Médico del Perú, para así sancionar al profesional.
El caso aNa, BeatrIz y cecIlIa goNzález contra México. 
En él, estas tres hermanas indígenas tzeltales (una de ellas 
menor de edad) denuncian responsabilidad internacional 
de México por la detención ilegal, violación y tortura a que 
fueron sometidas por parte de militares quienes las acusaban 
de colaborar con el Ejercito Zapatista de Liberación Nacio-
nal –ezlN–. Así mismo, denuncian la falta de investigación 
de los hechos citados por parte del Estado. La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos –cIdh–32 además de 
condenar la violación a los derechos a la libertad personal, 
integridad personal, honra y dignidad, señaló respecto de la 
violencia sexual que la misma constituía en todos los casos 
una grave violación de los derechos humanos, así como de 
las normas del Derecho Internacional Humanitario. 
La cIdh reiteró que en el derecho internacional, la vio-
lación, en determinadas circunstancias, constituye tortura 
y repudió que la denuncia interpuesta fuera remitida de 
la jurisdicción ordinaria a la militar señaló que “cuando 
el Estado permite que las investigaciones las dirijan los 
órganos potencialmente implicados, la independencia y 
la imparcialidad se ven claramente comprometidas”, en 
virtud de lo cual los procedimientos resultan “incapaces 
32 Cfr. Informe n.º 53/01. Comisión Interamericana de Derechos humanos caso 
11.565. aNa, BeatrIz y cecIlIa goNzález contra México del 4 de abril de 2001. 
Entre otras infracciones a la Convención Americana la cIdh señaló el Derecho 
a las garantías judiciales y a la protección judicialefectiva (artículos 8 y 25 
de la Convención Americana) en la investigación de los hechos de tortura 
(artículos 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura).
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de proporcionar la investigación, la información y el reme-
dio supuestamente disponibles”33 y continuó “los abusos 
cometidos por los integrantes de las Fuerzas Armadas que 
privaron de su libertad a las cuatro víctimas y violaron a 
las hermanas goNzález pérez, una de ellas menor de edad 
en el momento de los hechos, no pueden de manera alguna 
considerarse hechos que afecten bienes jurídicos vinculados 
al orden militar”34.
Por pertenecer las víctimas a una comunidad indígena, 
la cIdh consideró que el dolor y la humillación que sufrieron 
se agrava por su condición: “en primer lugar, por el des-
conocimiento del idioma de sus agresores y de las demás 
autoridades intervinientes; y, además, por el repudio de su 
propia comunidad como consecuencia de los hechos aquí 
establecidos35.
Estos son algunos de los pronunciamientos de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, que han reconocido 
los derechos de las mujeres y repudiado la violencia contra 
ellas en el marco de la Convención Interamericana de los 
Derechos Humanos y la Convención de Belém do Pará. 
Respecto de la violencia sexual ejercida contra la mujer, 
la cIdh consideró que tal experiencia, por ser sumamente 
traumática física y sicológicamente, se constituye en tor-
tura, por lo que el Estado también debe responder por la 
violación a la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura. 
Así mismo, resulta relevante la Sentencia analizada del 
caso Castro Castro contra Perú, entre otros argumentos, por 
considerar que la violencia sexual ejercida contra las mujeres 
constituía un crimen de lesa humanidad y por lo tanto el 
Estado está en la obligación de investigar los hechos y a los 
33 Ídem: párr. 81.
34 Ídem: párr 82.
35 Cfr. Ídem: párr. 95.
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responsables, es decir a no dejar impune tales violaciones 
por estar prohibidas por el ius cogens.
No obstante los pronunciamientos de la cIdh y la senten-
cia proferida por la Corte, resulta algo inquietante que solo 
hasta la fecha se tenga una línea jurisprudencial, cuando 
ha pasado más de una década de entrada en vigor de la 
Convención de Belém do Pará y más dos décadas de que 
la Corte ejerza su función jurisdiccional por la infracción 
de alguno de los derechos estipulados en la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 
I. NormatIvIdad NacIoNal
En el ámbito nacional, resulta pertinente mencionar cómo 
la Constitución Política, en su artículo 13, consagra el prin-
cipio de igualdad y proscribe la discriminación por varias 
razones, a manera enunciativa, encontrándose el género 
como uno de los criterios sospechosos, lógicamente, como 
consecuencia de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre el hombre y la mujer, que han llevado a la 
discriminación de esta última. 
Así mismo, el artículo 43 de la Constitución Política, 
expresamente, señala:
“La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportuni-
dades: La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación…”.
Además de las disposiciones mencionadas, por vía del artí-
culo 93 de la Constitución Política, los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso que reconocen 
los derechos humanos, prevalecen en el orden interno y 
forman parte del bloque de constitucionalidad. Disposicio-
nes que, según lo señalado por la jurisprudencia, ostentan 
jerarquía constitucional “por estar situadas a la altura de 
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las normas del texto de la Carta y [que] forman con él un 
conjunto normativo de igual rango”36. 
Colombia cuenta con las siguientes leyes que tratan de 
alguna manera el tema de violencia contra la mujer, sin ser 
leyes específicas frente a las mujeres:
– La Ley 294 de 1996, reformada por la Ley 575 de 2000 o 
Ley de Violencia Intrafamiliar, que pretende prevenir, san-
cionar y proteger a las víctimas de violencia intrafamiliar.
Según el artículo 1º de la Ley 575 de 2000, con la mis-
ma se pretende proteger a “Toda persona que dentro de 
su contexto familiar sea víctima de daño físico o síquico, 
amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agre-
sión por parte de otro miembro del grupo familiar…”37. 
No obstante la finalidad que pretende la Ley 575, resulta 
pertinente señalar que es una ley de violencia de familia y 
no específicamente de violencia contra las mujeres, ya que 
esta última tiene particularidades propias de la violencia 
de género. La mujer es la principal víctima de la violencia 
intrafamiliar; así lo confirman las estadísticas del Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses en el año 
2006: el mayor número de casos evaluados correspondió al 
sexo femenino (8.395 casos), es predominante la violencia 
hacia mujeres con edades entre 45 y 59 años (1.507) y le 
siguen las edades de 25 a 29 años con 1.338 casos38.
36 Corte Constitucional, Sentencia T-568 de 1999. M. P., carloS gavIrIa díaz.
37 Artículo 1.º de la Ley 575 de 2000: Toda persona que dentro de su contexto 
familiar sea víctima de daño físico o síquico, amenaza, agravio, ofensa o 
cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo familiar, 
podrá pedir sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, al 
Comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y a falta de éste 
al Juez Civil Municipal o promiscuo municipal, una medida de protección 
inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que ésta 
se realice cuando fuere inminente.
38 Según la Revista Forensis (2006: 104) el maltrato en los hombres fue de 4.892 
casos. Los datos citados no incluyen a niñas y a niños.
 En el mismo sentido, la Revista Forensis (2005: 122 y 130) señaló: “Es claro ver 
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Así las cosas, al quedar la violencia contra las mujeres 
circunscrita como violencia intrafamiliar ceñida al espacio 
privado, es decir dentro de un contexto familiar, invisibiliza 
a las mujeres como principales víctimas y desconoce que tal 
violencia se presente en el ámbito público provocado por 
personas que no tienen ningún parentesco.
Frente a los casos de acoso, abuso sexual o violación, 
esta Ley cuenta con medidas definitivas de protección39 
(sin perjuicio de las medidas penales a que haya lugar), 
como por ejemplo: ordenar el desalojo del agresor de la 
casa de habitación que comparte con la víctima; ordenar al 
agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se 
encuentre la víctima, etc.
Por lo demás, esta ley, como cualquier otra que tenga 
que ver con la protección de la mujer (aunque sea de ma-
nera indirecta, es decir, por pertenecer a la familia), es de 
difícil aplicación, ya que quienes la dinamizan aún tienen 
arraigada una cultura patriarcal en la que la discriminación 
en razón del género sigue vigente.
– El Código Penal, Ley 599 de 2000, consagró de manera 
general, en su artículo 229 (modificado con la Ley 882 de 
2004), el delito de violencia intrafamiliar, el cual expresa-
mente reza: 
el que maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro 
de su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta cons-
tituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de uno 
(1) a tres (3) años.
La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes 
cuando el maltrato, del que habla el artículo anterior recaiga 
sobre un menor, una mujer, un anciano, una persona que se 
en las estadísticas que en la violencia registrada entre familiares la principal 
víctima es la mujer”.
39 Artículo 2.º de la Ley 575 de 2000.
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encuentre en incapacidad o disminución física, sensorial y 
psicológica o quien se encuentre en estado de indefensión”40. 
(resaltado fuera del texto).
Este delito, tal como sucede con la Ley de Violencia Intra-
familiar, busca sancionar a quien maltrate física o sicoló-
gicamente a cualquier miembro del núcleo familiar, pero 
establece un agravante para el agresor cuando el maltrato 
recae, entre otras personas, sobre una mujer.
 El agresor estará inmerso en este delito siempre que 
con su conducta no configure otro delito con pena mayor, 
es decir, es un delito subsidiario, ya que en el caso de que 
se haya encuadrado la conducta en un tipo penal con pena 
mayor se impondrá éste. 
De otra parte, resulta importante señalar que en materia 
penal existe la siguiente tipificación de violencia sexual 
contra la mujer: la Ley 599 de 2000 modificada por la Ley 
1236 de 2008, o Código Penal, tipifica, en el título Iv, capí-
tulo I, los delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales. En dicho capítulo se encuentran relacionados los 
delitos de acceso carnal violento41, acto sexual violento, ac-
ceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad 
de resistir, acceso carnal abusivo o acto sexual con menor 
de catorce años, acceso carnal o acto sexual abusivo con 
40 La Ley 890 de 2004, en su artículo 14, consagró un aumento de penas para 
este delito, el cual es de una tercera parte en el mínimo y en la mitad en el 
máximo.
41 La Ley1236 de 2008 aumentó la pena de prisión de los siguientes delitos, 
quedando así: la pena del acceso carnal violento quedó de doce (12) a veinte 
(20) años, la pena del acto sexual violento quedó de ocho (8) a diesciseis (16) 
años, la pena del acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad 
de resistir quedó de ocho (8) años a diesciseis (16) años, la pena del acceso 
carnal abusivo con menor de catorce años quedó de doce (12) a veinte (20) 
años, la pena del acto sexual con menor de catorce años quedó de nueve (9) 
a trece (13) años, la pena del acceso carnal con incapaz de resistir quedó de 
doce (12) a veinte (20) años, la pena del acto sexual con incapaz de resistir 
quedó de ocho (8) a diesciseis (16) años. Así mismo, aumentaron las penas 
del Capítulo IV del proxenetismo.
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persona incapaz de resistir, inducción a la prostitución, 
constreñimiento a la prostitución, pornografía con menores. 
Y, en el título III “Delitos contra la libertad individual”, la 
trata de personas. 
Igualmente, el Código Penal en el título II “Delitos contra 
Personas y Bienes Protegidos por el Derecho Internacional 
Humanitario” tipifica las siguientes conductas: acceso, ac-
tos sexuales violentos, prostitución forzada o esclavitud en 
persona protegida42, siempre que se hayan efectuado con 
ocasión o en desarrollo de conflicto armado.
En términos generales en los mencionados títulos del 
Código Penal están inmersas diferentes conductas que 
lesionan la autonomía, libertad, integridad y formación 
sexual de todas las personas, independientemente de que 
la víctima sea o no una mujer.
En la actualidad, Bogotá cuenta con el Centro de Atención 
a Víctimas de Abuso Sexual43, el cual tiene como objetivo 
atender psicológica y jurídicamente a las víctimas de las 
conductas sexuales tipificadas en el Código Penal.
42 Código Penal, artículos 138,139 y 141. Según el artículo 135, se entiende 
por persona protegida “conforme al derecho internacional humanitario 
1. Los integrantes de la población civil. 2. Las personas que no participan 
en hostilidades y los civiles en poder de la parte adversa. 3. Los heridos, 
enfermos o náufragos puestos fuera de combate. 4. El personal sanitario o 
religioso. 5. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados. 
6. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u 
otra causa análoga. 7. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren 
considerados como apátridas refugiados. 8. Cualquier otra persona que tenga 
aquella condición en virtud de los Convenios I, II, III y Iv de Ginebra de 1949 
y los protocolos adicionales I y II de 1977 y otros que llegaren a ratificarse.
43 El Centro de Atención a Víctimas de Abuso Sexual está conformado por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, Personería de Bogotá, Defensoría del Pueblo, 
Fiscalía y Cuerpo Técnico de Investigación. Dicho Centro funciona en 
las instalaciones de la Unidad de Delitos contra la Libertad, Integridad y 
Formación Sexuales de la Fiscalía General de la Nación y tiene como objetivo 
atender psicológica y jurídicamente a las víctimas de las conductas sexuales 
tipificadas en el Código Penal. 
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– Aunque antes de la vigencia de la Ley 975 de 2005 se 
encontraban otras leyes44 que consagran una serie de dispo-
siciones para facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos 
con organizaciones armadas e incluso algunas de ellas se 
encuentran vigentes, ha sido la Ley 975 de 2005 la norma-
tiva que ha suscitado mayor controversia y ha establecido 
un procedimiento particular para la reincorporación de 
miembros de grupos armados organizados ilegales. Esta Ley 
establece preceptos, procedimientos y beneficios judiciales 
para las personas vinculadas a dichos grupos que han sido 
autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante 
y con ocasión de su permanencia en los mismos. Los delitos 
por los cuales se investiga son los tipificados en la Ley 599 
de 2000 - Código Penal.
En lo formal, esta Ley define a la víctima45 y contempla 
los derechos a la verdad, justicia y reparación.
Así, en teoría, la Ley permite verbi gratia que mujeres 
víctimas de violencia sexual por parte de miembros de los 
grupos armados al margen de la ley acudan al procedimiento 
que reconoce sus propias necesidades y conozcan la verdad, 
se haga justicia y obtengan una reparación. No obstante, 
la realidad y complejidad que genera el conflicto armado 
supera el contenido formal de la ley, por lo que la misma 
ha recibido numerosas críticas, entre las que se destacan 
las contenidas en el Informe de la Oficina en Colombia del 
44 Resulta importante señalar que anterior a la vigencia de la Ley 975 de 2005, 
se encontraban otras leyes que consagran una serie de disposiciones para 
facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con organizaciones armadas 
al margen de la ley; entre ellas, la Ley 418 de 1997, la cual fue prorrogada y 
modificada por las siguientes leyes: 548 de 1999, 782 de 2002 y 1106 de 2006. 
Así mismo, el Decreto 128 de 2003, por el cual se reglamentó la Ley 418 de 
1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y la Ley 782 de 2002 
en materia de reincorporación a la sociedad civil.
  En la actualidad se encuentra vigente, de acuerdo con la situación particular 
de cada desmovilizado, la Ley 782 de 2002, prorrogada por la 1106 de 2006 y 
el Decreto reglamentario 128 de 2003.
45 Ley 975 de 2005. Art. 5. Definición de víctima. 
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Alto Comisionado de la oNu para los Derechos Humanos, 
Consideraciones sobre la Ley de “Justicia y Paz”46; en él 
se advierte que la “ley ofrece muy generosos beneficios 
judiciales, como la fuerte reducción de penas de privación 
de la libertad y amplias posibilidades de libertad condi-
cional, a quienes hayan cometido graves crímenes, sin una 
contribución efectiva al esclarecimiento de la verdad y a la 
reparación. Por estas razones, podría abrir paso a que haya 
impunidad.” (…). ”La ley no estimula en forma clara el 
logro de acuerdos colectivos entre el Gobierno y los grupos 
armados al margen de la ley para que estos últimos cesen las 
hostilidades, dejen armas, abandonen el conflicto armado y 
desmonten efectivamente sus estructuras ilegales…”. 
Con respecto a la situación de mujeres, jóvenes, niñas y 
niños, la ley establece atención especializada de acuerdo a 
sus necesidades por parte de los órganos judiciales, las en-
tidades de apoyo técnico y de la Procuraduría Judicial para 
la Justicia y la Paz47. Existe normatividad que permite a las 
víctimas de agresión sexual o niños, niñas y adolescentes 
que sean víctimas o testigos que lleven a puerta cerrada 
una parte del juicio, a fin de protegerlas48. Sin embargo y 
46 Informe de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de la oNu para los 
Derechos Humanos. Consideraciones sobre la Ley de “Justicia y Paz. Bogotá, 
junio 27 de 2005. Disponible en http://www.coljuristas.org/justicia/
Comentarios%20oacNudh.pdf
47 Ley 975 de 2005, artículo 41. “Atención a necesidades especiales. Tanto los órganos 
judiciales como las entidades de apoyo técnico y la Procuraduría Judicial 
para la Justicia y la Paz, tendrán en cuenta las necesidades especiales de las 
mujeres, de las niñas, niños, personas mayores de edad o con discapacidad 
que participen en el proceso.”
48 Ley 975 de 2005, artículo 39. “Excepción a la publicidad en el juicio. Como 
excepción al principio del carácter público de las audiencias de juzgamiento, 
el Tribunal Superior del Distrito judicial, a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos, o a un acusado, podrá ordenar que una parte del juicio se celebre a 
puerta cerrada. Podrá ordenar la práctica de testimonio a través del sistema de 
audiovideo para permitir su contradicción y confrontación por las partes.
 En particular, se aplicarán estas medidas respecto de víctimas de agresión 
sexual o de niños, niñas y adolescentes que sean víctimas o testigo”.
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tal como lo han evidenciado, entre otras organizaciones no 
gubernamentales, la Corporación Sisma Mujer (2007: 73), 
estos “procedimientos y actuaciones están previstos para 
el juicio, pero el procedimiento especial de la misma ley no 
contempla etapa alguna de juicio”. 
El procedimiento acusatorio resulta ser particular y di-
ferente al propio de la jurisdicción penal ordinaria. Grosso 
modo, la investigación se inicia con una versión libre en 
la que se supone, entre otros, que los miembros del grupo 
armado ilegal confiesan los hechos delictivos en los que 
han participado. El Fiscal solicita al magistrado que ejerce 
control de garantías (dentro de las 36 horas siguientes)49 
la programación de la audiencia de imputación. A partir 
de esta audiencia, la Fiscalía tiene 60 días (prorrogables en 
otro tanto) para adelantar las labores de verificación de los 
hechos admitidos por el imputado y todos aquellos de los 
cuales tenga conocimiento dentro de su competencia50. Luego 
se procede a la audiencia de aceptación de cargos ante el 
magistrado en cita; de hallarla conforme a la ley, continúa 
la audiencia de sentencia e individualización de la pena. 
En caso de existir solicitud de reparación integral se inicia 
la apertura del incidente de reparación integral. 
Así las cosas, la misma ley no prevé la existencia de un 
juicio, por lo que el precepto del artículo 39, así como otros 
a favor de las víctimas, quedan inoperantes. Irregularidad 
legal que fue reafirmada por la Corte Suprema de Justicia 
el 2 de octubre de 200751, tal como lo señala la Comisión 
Colombiana de Juristas: la Corte, “en una decisión que rom-
49 Dentro de las siguientes 36 horas el magistrado que ejerce funciones de control 
de garantía debe señalar y realizar la audiencia de formulación de imputación, 
previa solicitud del fiscal, artículo 17 Ley 975 de 2005.
50 Lapso que, por lo demás, resulta irrisorio respecto de la complejidad de los 
delitos cometidos por los miembros de los grupos armados en este caso las 
Autodefensas Armadas de Colombia. 
51 Corte suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto del 2 de octubre de 
2007, expediente 27.484. En Comisión Colombiana de Juristas (2007: 124).
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pió con la lógica de sus valiosos y sabios pronunciamientos 
anteriores, determinó que las víctimas no tienen derecho a 
participar plenamente en los procesos que, conforme a la 
ley 975 de 2005, se siguen con los paramilitares. Las vícti-
mas, según la Corte, solo podrán intervenir después de que 
concluya la etapa de investigación y de que el paramilitar 
acepte los cargos que le formule la Fiscalía” (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2007: 124). Sin embargo, la Corte 
olvidó que no hay un juicio como tal, que después de la 
aceptación de cargos continúa la sentencia por los hechos 
que sólo reconoció el paramilitar y que la Fiscalía incluyó 
en la aceptación de cargos. “Mientras tanto la participación 
de las víctimas se limitará al privilegio de ser “informadas” 
por la Fiscalía sobre el estado del proceso” (Ídem).
Igualmente, resulta inquietante que la Fiscalía cuente solo 
con 60 días (prorrogables en otro y tanto) para la investiga-
ción de tantos y tan graves delitos, en los que abiertamente 
se desconoce la importancia que tiene la violencia sexual 
para el aparato estatal que investiga y administra justicia.
 En general, resulta importante manifestar que en la 
práctica las víctimas de estos delitos no tienen la posibili-
dad de participar dentro del proceso, aun cuando la Corte 
Constitucional, en la Sentencia 370 de 2006, respecto de la 
constitucionalidad de la Ley, señalara –entre otras considera-
ciones– que la víctima tiene derecho a acceder al expediente 
y a aportar pruebas en los términos establecidos en el Código 
de Procedimiento Penal. Lo cierto es que procesalmente la 
participación de la víctima está terciada por el Fiscal del 
caso (Corporación Cisma Mujer, Op. cit.: 73). 
La imposibilidad de hacer valer los derechos (bajo la 
vigencia de esta Ley) se extiende a todas las víctimas en 
general, incluyendo a las víctimas de violencia sexual, que, 
por lo demás, han sido invisivilizadas (moNcayo alBor-
Noz, 2009). Así, a la fecha la administración de justicia no 
ha investigado con el rigor que merece la violencia sexual 
ejercida contra las mujeres, ésta ha sido encubierta por los 
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homicidios y desapariciones forzadas, desconociendo que 
la misma es una estrategia de guerra utilizada por los gru-
pos armados para menguar al enemigo52. Sobre la situación 
de la mujer víctima de violencia sexual en estos procesos, 
la Corporación Sisma Mujer (Op. cit.: 74), manifestó: “De 
esta manera la atención diferencial a las mujeres en razón 
al tipo de delitos cometidos contra ellas quedó sometida a 
la voluntad de los fiscales y magistrados/as a quienes no 
se les dotó de herramientas específicas”.
La misma Corporación (Ídem: 75) considera que el tra-
tamiento frente a la exhumación de cadáveres encontrados 
en las diferentes fosas comunes no ha sido el más adecuado 
tanto en la recolección como en el análisis frente al tema de 
la violencia sexual. De tal suerte que al no ser cumplidos por 
las autoridades judiciales los protocolos de exhumación rela-
tivos a violencia sexual, esta queda velada por otros delitos, 
como son el homicidio y las desapariciones forzadas.
En síntesis, estas son algunas leyes que pretenden proteger 
la autonomía, libertad y formación sexual de la mujer dentro 
y fuera de un conflicto armado, aunque, como se analizó, 
las mismas no consagren un enfoque diferenciado para mu-
jeres, pese a que la realidad (como lo veremos) demuestre 
que son ellas las principales víctimas de estas violencias. Se 
evidencia que la normatividad aún incorpora las relaciones 
de poder que como se analizó antes, son históricas entre los 
hombres y las mujeres, donde estas últimas han llevado la 
peor parte y las estructuras políticas sociales y culturales 
las continúan conservando. 
52 Es reconocido que durante los conflictos armados internos e internacionales 
las partes que se enfrentan utilizan la violencia sexual contra las mujeres como 
un medio de castigo y represión. La utilización del poder estatal para violar los 
derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas 
de forma directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad 
a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección. Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. Sentencia del 25 de noviembre de 2006, caso mIguel 
caStro caStro vs Perú, par. 224
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III. vIoleNcIa Sexual coNtra la mujer
La violencia sexual ha sido una de las dinámicas histórico-
culturales con las que el hombre ha construido su identidad 
de potentado, propietario o poseedor en este caso a través 
del cuerpo de la mujer, lógicamente en detrimento de sus 
derechos: libertad, intimidad e integridad, etc. Con este 
referente se ha edificado la masculinidad y, paralelamente, 
la feminidad. 
 La definición de violencia sexual, en muchas ocasiones, 
se sustrae al aspecto corporal de la mujer dentro del ámbito 
jurídico penal, en el que tal concepto responde a una cons-
trucción técnica legislativa, donde la violencia (para que sea 
relevante penalmente) debe verse plasmada de una u otra 
manera, en el cuerpo de la mujer, de tal suerte que estas 
concepciones excluyen otras formas de violencia sexual, 
como las intimidaciones, los comentarios degradantes, 
indignos, humillantes, entre otros (Amnistía Internacio-
nal, 2006). Como se analizó en acápite anterior, el lenguaje 
verbal (con su inmenso poder) consigue menospreciar, 
doblegar, intimidar, deshonrar y hostigar sexualmente a la 
mujer; incluso, en ocasiones esta forma de violencia resulta 
más efectiva para la legitimación de la arbitrariedad que la 
fuerza (terray, Op. cit.: 239), y, por tal razón, resultan más 
acertadas aquellas definiciones que incluyen la violencia 
simbólica dentro de la violencia sexual. 
Así las cosas, resulta oportuna la siguiente definición de 
violencia sexual que considera que la misma es la irrupción 
en las partes más privadas e íntimas del cuerpo y la conciencia 
de una persona a través de actos o amenazas de actos que 
atentan contra la dignidad y libertad sexual, mediante el uso 
de fuerza física, psíquica o moral con el propósito de imponer 
una conducta sexual en contra de su voluntad (Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos et al). 
La violencia sexual ha sido definida en el Informe mun-
dial sobre la violencia y la salud como “todo acto sexual, la 
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tentativa de consumar un acto sexual, los comentarios o 
insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para 
comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexuali-
dad de una persona mediante coacción por otra persona, 
independientemente de la relación de ésta con la víctima, en 
cualquier ámbito, incluidos el hogar y el lugar de trabajo” 
(Organización Mundial de la Salud, 2003). 
Dicha violencia puede ser física, “mediante actos que 
afectan directamente el cuerpo y la salud de las personas 
que la sufren” o psíquica “a través de hechos que afectan 
la salud mental, sexual y reproductiva y la estabilidad 
emocional” (Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos et al: 12). 
La violencia sexual en todas sus dimensiones –física o 
psíquica– lesiona de modo nefasto la dignidad humana, 
los derechos humanos y fundamentales de toda persona, 
“máxime si se tiene en cuenta la arbitrariedad de la fuerza 
y de la relación de poder, que sitúa a las mujeres, los niños 
y niñas… en condición de extrema vulnerabilidad” (Defen-
soría del Pueblo, 2005: 3).
Las agresiones sexuales en contra de las mujeres han 
sido una constante y no un resultado aislado en un período 
determinado o en un lugar geográfico específico. Por ello, 
no es gratuito que este y otros estudios de violencia sexual 
evidencien que son las mujeres y las niñas las principales 
víctimas de la misma, tanto fuera como dentro del conflicto 
armado.
Las estadísticas confirman que son las mujeres, niñas y 
niños las víctimas frecuentes de la violencia sexual. El Insti-
tuto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses cuenta 
con una herramienta estadística respecto de esta violencia 
por fuera del conflicto armado en la Revista Forensis Datos 
para la Vida. Así, en el año 2005, este Instituto efectuó en el 
ámbito nacional 18.474 dictámenes sexológicos, de los cuales 
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13.697 se realizaron a mujeres, equivalente al 84% del total53; 
en 2006, “el mayor número de dictámenes sexológicos se 
realizó a mujeres, 14.382 casos del total, correspondencia 
porcentual del 83,6%” (…) ‘con excepción del grupo de 
edad de los 5 a los 9 años en los niños, en todos los grupos 
las mujeres son las más afectadas 92,8% particularmente en las 
edades más jóvenes’” (Instituto Nacional de Medicina Legal, 
2006: 238); y en el 2007, se realizaron 20.273 informes peri-
ciales sexológicos, de los cuales el mayor número se realizó 
a mujeres (15.065), equivalente a un 84% del total (Instituto 
Nacional de Medicina Legal, 2007: 145).
La información recolectada por esta institución estatal 
respecto de la violencia sexual denunciada por fuera del 
conflicto armado resulta ser más consistente por parte de este 
organismo del Estado, que aquella información relacionada 
con la violencia sexual en el marco del conflicto armado. 
Sobre esta última, el Instituto de Medicina Legal, solo para 
en el año 200654, incluyó entre los agresores de violencia 
sexual a: elN, farc, Fuerzas militares, otras guerrillas, y au-
todefensas para un total de 29 dictámenes contra mujeres y 
4 contra hombres. En el 2007 incluyó en la Revista Foresins 
Datos para la Vida algunas variables que suponen la existencia 
de violencia sexual en el marco del conflicto armado, así: 
una variable sobre las circunstancias del hecho, entre la que 
se encuentra: la acción de las autodefensas, enfrentamiento 
armado, acción guerrillera y acción militar (52 dictámenes 
contra mujeres y/ o niñas y 16 contra hombres en estas cir-
53 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Revista Forensis. 
Datos para la vida 2005. En el mismo sentido se puede observar las estadísticas 
de dicha institución en el año 2004, Medicina Legal realizó en el ámbito 
nacional 17.912 dictámenes por delitos sexuales, de los cuales el 84% 
correspondieron a mujeres y niñas. Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses. Revista Forensis. Datos para la vida, Bogotá, 2004.
54 Cfr. En. Corporacion Sisma Mujer (Op. cit.: 14). La policía como agresor de 
violencia sexual tiene un total de 27 casos, de los cuales 25 son mujeres, jóvenes 
o niñas. Se relaciona a la policía por hacer parte de la fuerza pública.
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cunstancias); otra variable según la actividad desarrollada 
durante el hecho, en la que se encuentra: combate y misión 
humanitaria, médica y/o sanitaria (10 dictámenes contra 
mujeres y/o niñas y 2 contra hombres y/o o niños en estas 
actividades. Así mismo, se presenta otra variable sobre el 
posible agresor, la cual incluye a: fuerzas militares, farc, 
otras guerrillas, elN. En esta última variable se relacionan 
22 dictámenes contra mujeres, jóvenes o niñas y 2 contra 
hombres, adolescentes o niños con estos posibles agresores 
(Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
(2007: 147-149)55. 
La información suministrada por el Instituto de Medici-
na Legal sobre la violencia sexual en el marco del conflicto 
armado –a partir de 2006– demuestra, de una parte, falta 
de interés por dar visibilidad a la misma y, de otra, falta de 
denuncia (por el Estado de oficio o por quien se considera 
víctima), tal como lo analizaremos más adelante.
 No obstante, han sido las organizaciones de mujeres y 
de derechos humanos, las que han hecho visible la violencia 
sexual contra las mujeres y las niñas en el conflicto armado 
en Colombia. 
vIoleNcIa Sexual eN el marco del coNflIcto armado
la vIoleNcIa Sexual, uNa eStrategIa de guerra
Los patrones sociales y estructurales promueven la discri-
minación, exclusión y marginalización y sitúan a la mujer 
en desventaja para afrontar el impacto del conflicto arma-
do, así lo ha reconocido la Corte Constitucional en Auto 
del 092 del 200856. Pero, además, la dinámica perversa del 
55 La policía como agresor de violencia sexual tiene un total de 24 casos de los 
cuales 22 son mujeres, jóvenes o niñas. Se relaciona la policía por hacer parte 
de la fuerza pública.
56 “Este empeoramiento de las condiciones de las mujeres resulta más intenso 
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conflicto armado con sus consecuencias ha sido otra de las 
causas que han influido en la perpetuación de la violencia 
contra la mujer. 
La masculinidad también se ha construido con símbolos 
de superhéroes, triunfadores, insensibilidad, etc., en con-
traste con la feminidad edificada, entre otros, con prototipos 
de virginidad, pudor, sumisión y honra social. La guerra es 
considerada para los hombres una prueba de honor (BerNal, 
2001: 14) que ninguno está dispuesto a perder y la violencia 
sexual contra la mujer se ha convertido en una estrategia de 
guerra57, utilizada contra el enemigo tanto en operaciones 
armadas de gran magnitud como en aquellas individuales58. 
Pero además, dentro de la dinámica nefasta del conflicto 
armado ha sido utilizada la violencia contra la mujer por 
tener relaciones familiares o afectivas con miembros o cola-
boradores de los grupos armados contrarios; quebrantar los 
roles típicos de feminidad; incumplir con las prohibiciones 
impuestas por dichos grupos (Amnistía Internacional, s.f.: 
25); poderío territorial y placer sexual por parte del grupo 
armado ilegal dominante en la región; y pertenecer a una 
organización social comunitaria o política; pertenecer al 
grupo armado ilegal. Los actores armados también ejercen 
violencia sexual al forzar a la prostitución o a la esclavitud 
sexual a las mujeres en el territorio.
La violencia sexual como estrategia de guerra se presenta 
como un medio de ataque o amenaza con componentes de 
aún en el caso de las ciudadanas que forman parte de grupos vulnerables de 
la población, tales como las mujeres indígenas, afroscedendientes y habitantes 
de zonas marginadas”. Corte Constitucional, Auto nº 092 del 14 de abril de 
2008. En el mismo sentido, Corte Constitucional Sentencia de T- 496 de 2008. 
M. P. jaIme córdoBa trIvIño.
57 Sobre este particular se han manifestado en varias oportunidades víctimas, 
organizaciones y organismos que promueven y protegen derechos humanos. 
Resulta importante el reconocimiento que efectuó La Corte Constitucional 
sobre este particular en el Auto 092 de 2008.
58 Cfr. Auto 092 del 14 de abril de 2008.
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deshonra y mezquindad para con el enemigo, en tanto la 
mujer es considerada social y culturalmente como un símbolo 
y depositaria del honor de la colectividad (Comité Internacional 
de la Cruz Roja, 2002: 54). La violencia sexual en este con-
texto “implica el ejercicio de poder sobre ellas, pero también 
sobre los hombres. Es por tanto una manera de recordar a 
las mujeres que su cuerpo es parte del botín…” (Consejería 
en Proyectos pcS, 2008: 15). Esta violencia colectiva59 o indi-
vidual60 se convierte en un arma de guerra eficaz, ya que, 
además de generar en la víctima un efecto devastador lo 
replica en la comunidad, la que paradójicamente, además 
de aterrorizarse, estigmatiza y excluye a la mujer víctima. 
La comunidad internacional, tanto organismos como 
organizaciones no gubernamentales, coinciden en afirmar 
que la violencia sexual utilizada en el marco de un conflicto 
armado es una forma de tortura (Comité Internacional de 
la Cruz Roja, 2002: 55) no solo para la mujer sino para su 
familia y como tal se debe sancionar a los responsables, pero 
además cuando tal violencia se ejerce de manera sistemática 
o generalizada constituye un delito de lesa humanidad (y 
no un delito común)61.
59 Actos de violencia sexual perpetrados como parte integrante de operaciones 
violentas de mayor envergadura- tales como masacres, tomas, pillajes y 
destrucciones de poblados-, cometidos contra las mujeres, jóvenes, niñas 
y adultas de la localidad afectada por parte de los integrantes de grupos 
armados al margen de la ley”. Corte Constitucional Auto 092 de 2008.
60 “Actos deliberados de violencia sexual cometidos ya no en el marco de 
acciones violentas de mayor alcance sino individualmente por los miembros 
de todos los grupos amados que toman y han tomado parte en el conflicto 
que en sí mismos forman parte”. Corte Constitucional Auto 092 de 2008.
61 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia del 25 de 
noviembre de 2006, caso mIguel caStro caStro Vs Perú, par. 402 – 403. Es 
importante señalar respecto al carácter sistemático o generalizado, lo siguiente: 
“El Estatuto utiliza las expresiones “ataque generalizado” para designar “una 
línea de conducta que implique un alto número de víctimas” y el término 
“sistemático” para referirse al alto nivel de organización, ya sea mediante la 
existencia de un plan o una política. Como se emplea el término disyuntivo 
“o, tales condiciones no son acumulativas, por lo cual el homicidio de un solo 
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En Colombia, en el marco del conflicto armado, la violen-
cia sexual contra la mujer ha sido generalizada; así lo han 
evidenciado diferentes organizaciones gubernamentales y 
no gubernamentales, entre ellas:
 La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en informe del 2006, señaló: 
[…] de las formas de violencia registradas por la Oficina en 
el transcurso de 2005, la violencia sexual y los homicidios 
contra mujeres fueron los más recurrentes. Las más afectadas 
por estas formas de violencia fueron mujeres campesinas, 
indígenas, afrocolombianas, desplazadas que han retor-
nado a su lugar de origen o que viven en comunidades 
bloqueadas 26 (SIc) [La Oficina] ha registrado denuncias 
de violencia sexual, principalmente atribuidas a miembros 
de la fuerza pública. También hay denuncias que involu-
cran a miembros de grupos paramilitares y de las farc-ep 
y a personas desmovilizadas de grupos paramilitares. En 
varios de ellos las víctimas son menores de edad, mujeres, 
jóvenes o indígenas62.
La Relatora Especial sobre Violencia contra las Mujeres 
de las Naciones Unidas, en el Informe respecto de la visita 
a nuestro país, manifestó:” Aunque los hombres son las 
víctimas más frecuentes de las ejecuciones sumarias y las 
matanzas, la violencia contra la mujer, en especial la de ca-
rácter sexual por parte de grupos armados, resulta habitual 
en el contexto de un conflicto que lentamente va cambiando 
de matices y que no respeta el dIh”63.
civil puede constituir un crimen de lesa humanidad si se cometió dentro de 
un ataque sistemático”. Corte Constitucional, Sentencia C-578 de 2002. M. P. 
maNuel joSé cepeda.
62 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, E/CN.4/2006/009, párr.19.
63 Naciones Unidas. Comisión de Derechos Humanos. Informe de la Relatora 
Especial sobre la Violencia contra la Mujer sus causas y consecuencias. 58º 
periodo de sesiones E/CN.4/2002/83/Add.3.11 de marzo.
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La Defensoría del Pueblo, en el Primer Encuentro de las 
Defensoras de Derechos de las Mujeres del Área Andina, 
señaló: “Como agravante de la crisis humanitaria que vive 
el país, el uso de la violencia sexual como arma de guerra 
en el conflicto colombiano es cada vez más evidente, ésta 
hace parte de un conjunto de prácticas comunes en el con-
texto de degradación de la guerra. El control físico de las 
mujeres (retención, violación, prostitución y explotación 
sexual de niños-as) hace parte del control simbólico de un 
territorio y su población” (Defensoría del Pueblo, 2005: 8). 
La misma institución en comunicado de prensa nº 1328 de 
julio de 200864, señaló que el “17,7% de las personas que 
sufrieron agresión sexual (ellas o sus familias), manifestó 
que ésta fue la causa de su desplazamiento. De éstas, el 14% 
decidió desplazarse por haber sido ellas las víctimas, y el 
31% por haber sido un miembro de su familia” (Defensoría 
del Pueblo, 2008: 173).Violencia causada por un miembro 
de su entorno familiar o un actor armado.
La Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado (2008: 5 y 
ss.), en sus Informes, ha señalado como la violencia sexual 
en el contexto del conflicto armado es un continuum que 
deben enfrentar las mujeres”. Ahora bien, el hecho que esta 
violencia sea generalizada en un contexto tan cruel como 
lo es el conflicto armado, supone lamentablemente que los 
perpetradores piensen que tales actos son tolerados y que 
por ellos no deben responder (Comité Internacional de la 
Cruz Roja, 2002: 55). Tal percepción no es lejana cuando se 
analiza las investigaciones que por estos hechos ha efectua-
do la Fiscalía a propósito de la desmovilización de grupos 
paramilitares en vigencia de la Ley 975 de 2005, conocida 
como Ley de “Justicia y Paz”; así lo señaló la Comisión 
64 Defensoría del Pueblo. Comunicado de Prensa 1328 del 29 de julio de 
2008. Disponible en: http://www.defensoria.org.co/red/?_item=0303&_
secc=03&ts=2&n=1328. Agosto 8 de 2008. Hora 1.00 p.m.
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Colombiana de Juristas (2008: 148): “frente al delito de 
violencia sexual contra las mujeres, es nulo el aporte que en 
materia de justicia y verdad han realizado los postulados” 
refiriéndose a los paramilitares. 
La violencia sexual dentro del conflicto armado es sis-
temática, utilizada como un método bélico, planeado y 
ejecutado por los actores armados. Al respecto, la Relatora 
Especial para la Mujer de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (2006) señaló: las mujeres colombianas 
son víctimas de homicidios, secuestros, detenciones masivas, 
reclutamiento forzado, señalamientos y amenazas, sumán-
dose a ello una especial modalidad de violencia asociada a 
delitos de carácter sexual como la violación, trata de perso-
nas, y prostitución forzada, destinados a deshumanizarlas 
(…) estas modalidades de violencia son utilizadas como 
instrumento para intimidar e impartir terror a comunidades que 
habitan en zonas de conflicto, provocando el desplazamiento 
de cientos de familias que tienen principalmente a mujeres 
como cabeza de hogar” (resaltado fuera del texto).
Los hechos de violencia sexual no son aislados, obedecen a 
una planeación estratégica por parte de los grupos armados, 
según lo señalado por la Corporación Sisma Mujer (2007: 
57): “las guerrillas de las farc y el elN son responsables de 
delitos de violencia sexual contra las mujeres en el país. En 
cuanto al accionar de policía y ejército, según la información 
reportada por la Fiscalía General de la Nación (ver anexo 
2) les es atribuible el 80% de los delitos de violencia denun-
ciados durante el período 2001-2006 (a los paramilitares se 
les atribuye el 14,2% y a las guerrillas el 3,9%”.
La violencia sexual sistemática y generalizada contra 
mujeres, jóvenes y niñas por parte de los diferentes gru-
pos armados legales e ilegales agrava el conflicto armado, 
desvanece los límites de la guerra y amplía cada vez más la 
brecha entre hombres y mujeres, retrayendo así, los pocos 
avances que sobre los principios de igualdad y no discri-
minación se han efectuado en nuestro país. 
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vIoleNcIa Sexual como coNSecueNcIa del coNflIcto 
armado: mujereS eN SItuacIóN de deSplazamIeNto
 
La violencia sexual contra las mujeres, jóvenes y niñas en 
muchas ocasiones se presenta como una consecuencia del 
conflicto armado; es el caso de las mujeres que se encuen-
tran en situación de desplazamiento forzado, quienes están 
sometidas a específicas condiciones de vulnerabilidad. 
Las niñas, jóvenes y mujeres en situación de desplaza-
miento son victimizadas en formas múltiples. Además de la 
pérdida de sus familiares, deben soportar el desarraigo de 
su territorio, familia, amistades, emociones, etc., en muchas 
oportunidades se ven forzadas a asumir la jefatura de su 
familia65, lo cual implica que además de una transformación 
cultural de los roles deben encargarse de la subsistencia de 
la misma. Por lo general, las mujeres víctimas de un des-
plazamiento forzado junto con los miembros de su familia 
escapan a sitios totalmente ajenos, en donde se albergan 
junto con otras familias, lo cual conlleva hacinamiento, y 
el que sean objeto de violencia y abusos sexuales, incluida 
la prostitución forzada, la esclavitud sexual o la trata de 
personas con fines de explotación sexual66, además de otras 
violencias como la comunitaria e intrafamiliar, así lo evi-
denció la Defensoría del Pueblo (2008: 62), al señalar que el 
37,2% de mujeres encuestadas víctimas de desplazamiento 
65 En Colombia, aproximadamente, del 30% al 40% de los hogares de población 
desplazada cuenta con una mujer como jefa de hogar, quien asume la difícil 
responsabilidad de la supervivencia de su familia. Según La Encuesta en 
Salud Sexual y Reproductiva en zonas marginales: situación de las mujeres 
desplazadas el porcentaje de mujeres desplazadas jefas de hogar, se acerca al 
30%. Sobre el particular, la Procuraduría General de la Nación el 40% de las 
familias desplazadas, tiene a una mujer como jefa de hogar, como consecuencia 
de la pérdida de sus parejas, ya sea por que son asesinados, reclutados, 
desaparecidos, detenidos arbitrariamente, o por que se alejan motivados por 
la situación (Procuraduría General de la Nación, 2006: 224-225).
66 Corte Constitucional Auto 092 del 14 de abril de 2008.
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forzado habían experimentado situaciones o episodios como 
golpes, bofetadas y patadas67.
De otra parte, se observa una pérdida de autonomía en 
las mujeres en situación de desplazamiento respecto de sus 
derechos sexuales y reproductivos. Los estudios realizados 
por Profamilia (eNdS) antes del año 200068, señalaban el de-
seo generalizado de las mujeres por limitar el número de 
hijos; la Encuesta Nacional de Demografía y Salud (2006: 
99) realizada por dicha entidad señaló que para el 2005 el 
promedio de hijos nacidos vivos de las mujeres de 40-49 
años de edad fue en zona urbana de 2,8 hijos y en la zona 
rural de 4,2 hijos. Cifras que contrastan con las señaladas 
en la Encuesta sobre Salud Sexual y Reproductiva en Zo-
nas Marginales: Situación de las Mujeres Desplazadas; tal 
encuesta evidenció que las mujeres que residen en áreas 
marginadas en las ciudades receptoras tienen embarazos 
con mayor frecuencia y familias numerosas: “actualmente, 
el promedio de hijos vivos que tuvieron las mujeres despla-
zadas que hoy cuentan entre 40 y 49 años de edad es de 5,3 
hijos”. Se observa que pese al deseo de reducir el número 
de hijos éstos han aumentado en las mujeres que se han 
desplazado, situación que evidencia un detrimento en sus 
derechos reproductivos, el cual a su vez reduce las posibi-
lidades de mejorar su calidad de vida y la de sus hijos. 
Las difíciles y precarias condiciones que tienen que 
padecer las mujeres en situación de desplazamiento hacen 
que sean una población vulnerable a todas las violencias y 
específicamente a la violencia sexual. Según lo señalado por 
67 En el año 2000 - 2001, la encuesta efectuada por Profamilia (2006: 8) a mujeres 
desplazadas, señalaba que “el 50% de las mujeres entrevistadas ha sido 
agredida físicamente. Es decir, 1 de cada 2 es golpeada por su cónyuge. Sin 
embargo, además de los golpes, son víctimas de otros tipos de violencia”. 
68 En 1975 las mujeres tenía un promedio de 4,4 hijos. En 1985 el promedio fue 
de 3,6 hijos por familia y para el año 2000 fue de 2,6 hijos por mujer; en las 
ciudades y cabeceras municipales las mujeres tenían entre 2 y 3 hijos y en las 
zonas rurales un promedio entre 3 y 4 hijos (Profamilia, 2006: 7).
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la organización Iniciativa de Mujeres por la Paz (2004) en el 
“Informe: Los Derechos Civiles y Políticos de las Mujeres 
Colombianas a la Luz de la Observación General -2004-”, 
el “35% de las mujeres desplazadas por causa del conflicto 
armado han sido forzadas a tener relaciones sexuales con 
desconocidos, frente al 28.8% de mujeres que han sufrido 
violencia sexual por desconocidos a nivel nacional, según 
eNdS-2000”. 
Según el estudio realizado por Profamilia (2006) sobre 
salud sexual y reproductiva en zonas marginales: situación 
de las mujeres desplazadas: “1 de cada 5 mujeres ha sido 
víctima de violación sexual. El 24% de las mujeres ha sido 
violada. El 14% de los casos, el responsable del abuso es el 
esposo o compañero. En su orden, después del cónyuge, el 
principal agresor sexual de las mujeres, residentes en zonas 
marginadas, es: un desconocido, un amigo, el ex marido, 
un pariente del esposo y el padrastro”.
Según la Defensoría del Pueblo (2008: 169), el “15,8% de 
las mujeres en situación de desplazamiento han sido vícti-
mas de violencia sexual”. El 8,5% del total de la población 
encuestada respondió que alguna vez un miembro de la 
familia o alguno de los hijos o hijas habían sido forzados o 
forzadas físicamente a tener relaciones o actos sexuales en 
contra de su voluntad (Ídem: 171).
Tal situación también ha sido advertida por varias or-
ganizaciones nacionales e internacionales, entre ellas: la 
Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, Corporación 
Sisma Mujer, Amnistía Internacional (s.f.: 25) (ésta señaló 
que “Durante el desplazamiento y una vez instaladas [las 
mujeres] encuentran grandes barreras para acceder a bie-
nes y servicios en entornos que tienden a estigmatizarlas y 
condicionar su acceso a recursos y protección a la prestación 
de servicios sexuales”, entre otras. En este contexto de su-
pervivencia, la violencia sexual contra la mujer puede llegar 
a ser sutil, tolerada y aceptada socialmente. Es por ello que 
es necesario visibilizar esta forma de violencia sexual, para 
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que sea la misma sociedad la que exija la protección de los 
derechos de las mujeres, jóvenes y niñas y así logren una 
vida digna exenta de toda violencia.
vI. vIoleNcIa Sexual e ImpuNIdad
ImpuNIdad: la No deNuNcIa
No obstante los daños físicos y sicológicos que produce la 
violencia sexual contra las mujeres, jóvenes y niñas, mu-
chas veces tales agresiones quedan impunes, es decir, “sin 
castigo” para el agresor69. Independientemente de la causa 
que permitió la impunidad, tal situación conlleva una de-
negación de justicia, verdad y reparación de los derechos 
conculcados.
A partir del significado de esta palabra, la impunidad 
puede ser analizada por fuera del ámbito judicial o dentro de 
él70. En el primer caso, desde una mirada más amplia, habrá 
impunidad si a los agresores de la violencia sexual no se les 
hace ningún reproche social y/ o judicial, ya sea por parte 
de la víctima, de su comunidad o del Estado (este último 
respecto del ámbito penal). Tal situación puede presentarse 
también porque la persona agredida no se considere lesio-
nada o porque, consciente de tal situación, calla (ya sea por 
una o varias circunstancias); caso en el que por lo general no 
habrá lugar a reproche social. No obstante, es posible que 
la víctima, pese a callar haga justicia por su propia mano y 
de esta manera sancione al agresor, pero en caso contrario 
el hecho quedará impune social y judicialmente. Un indi-
cador del alto índice de no denuncia en violencia sexual es 
el resultado de la Encuesta de Victimización realizada por 
69 En palabras del diccionario El Pequeño Larousse Ilustrado (1998: 546).
70 La criminología crítica se ha encargado de visibilizar la impunidad del sistema 
judicial, específicamente del sistema penal.
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el Centro de Investigación en Política Criminal en el año 
200571 en Bogotá, en la que solo el 2% de las mujeres vícti-
mas de ofensas sexuales denunció el hecho ante la Fiscalía 
General de la Nación o ante la Policía Nacional. 2% que por 
lo demás quedó insatisfecho porque la Fiscalía no encontró 
al victimario, de tal suerte que jamás fueron reparados sus 
derechos. Otro indicador de no denuncia es la encuesta reali-
zada por la Defensoría del Pueblo para mujeres en situación 
de desplazamiento víctimas de violencia sexual; de éstas, 
solo el 18,3% recurrieron a alguna institución a denunciar 
el delito (Defensoría del Pueblo, 2008: 176).
El segundo evento, es decir la impunidad dentro del 
sistema judicial, se puede presentar porque existiendo la 
denuncia o registro de los hechos y/o de los responsables 
ante el sistema judicial (de oficio o de parte) no se investigue 
ni sancione a los responsables. En los casos en los que hay 
una denuncia, la impunidad puede surgir por varias causas 
dentro del sistema judicial, algunas de orden sociocultural 
transversales al mismo, por ser una sociedad patriarcal y 
otras derivadas de éste, como por ejemplo desconfianza 
en el sistema judicial, falta de garantías para las víctimas, 
sentencia tardía, incumplimiento respecto de lo ordenado 
en la sentencia, etc.
el deBer del eStado de INveStIgar, 
eNjuIcIar y SaNcIoNar a loS reSpoNSaBleS
Ahora bien, en aras de garantizar el acceso a un recurso ju-
dicial efectivo, el Estado está obligado a investigar, enjuiciar 
y sancionar a los responsables de las conductas punibles 
cometidas. Esta obligación está reconocida por el derecho 
71 Encuesta realizada por el Centro de Investigación en Política Criminal en la 
ciudad de Bogotá.
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internacional consuetudinario72 como una garantía de reco-
nocimiento y protección de los derechos humanos. Deber 
que se acentúa73 cuando se trata de violaciones a derechos 
humanos y al Derecho Internacional Humanitario, toda 
vez que dichos comportamientos son los que más dolor 
generan en las víctimas74. 
La violencia sexual a la que se ven sometidas las mujeres 
en el conflicto armado es una agresión a los derechos hu-
manos y al Derecho Internacional Humanitario. El Estado, 
al incumplir con el deber de investigar y sancionar a los 
responsables de estos delitos, somete a las mujeres víctimas 
de los mismos a un estado de indefensión que no tiene por 
qué soportar. Es decir, la víctima resulta revictimizada, esta 
vez no por quien directamente lesionó sus derechos sino por 
el Estado, que legal y constitucionalmente tiene el deber de 
combatir la impunidad. 
72 Entre otros: la Convención Americana sobre Derechos (artículo 1, 1); la 
Convención Interamericana Sobre la Desaparición Forzada de Personas 
(artículo 1); la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
(artículo 1); el Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos (artículo 2.º) 
y la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, Declaración sobre la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas y los Principios relativos a una eficaz prevención 
e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias entre 
otros. Obligación explícita en el Comité de Derechos Humanos. Observación 
20 al artículo 7.º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
73 Cfr. Corte Idh caso cantoral Benavides, Reparaciones, supra nota 5, párrafo. 
69, entre otras. 
74 Corte Constitucional, Sentencia C-004 de 2003, M. P. eduardo moNtealegre 
lyNett, (Demanda de inconstitucionalidad del artículo 220 numeral 3.º 
parcial de la Ley 600 de 2000 o código de Procedimiento Penal). En el mismo 
sentido, resulta importante señalar la sentencias: Sentencia 979 de 2005, M. 
P. jaIme córdoBa trIvIño, al consagrar el deber del Estado de investigar con 
mayor rigor las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario ya que dichas violaciones además de generar mayor daño 
a las víctimas “entrañan un enorme poder desestabilizador en el seno de 
una colectividad”. Así mismo: Sentencia C-370 de 2006 M. P. jaIme córdoBa 
trIvIño y 575 de 2006 M.P. alvaro tafur galvIS. Estas últimas respecto de la 
inconstitucionalidad de algunos artículos de la Ley 975 de 2005.
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Pero no solo el estado de indefensión es una consecuen-
cia funesta de la impunidad: la creencia por parte de los 
perpetradores de que su conducta no es delictiva porque 
no han sido enjuiciados ni sancionados es otra de ellas; 
ésta, además, media en el desistimiento de las mujeres de 
acudir a las instancias judiciales (Arroyo y Valladares: 47), 
más cuando observan que el conflicto armado persiste y 
los actores armados continúan sembrando el terror no solo 
en ellas sino en su comunidad. Según aNgelIka rettBerg 
(2008: 13): “Solamente un 12% declara que los autores de 
los delitos no viven en su comunidad”.
Por las consideraciones anteriores, el Estado tiene que 
cumplir con los deberes de investigar los hechos y a los 
responsables; es por ello que la denuncia de oficio es una 
herramienta fundamental en la violencia sexual contra 
niñas, jóvenes y mujeres, más cuando se trata de delitos 
sistemáticos y generalizados dentro de un conflicto arma-
do. En donde, dadas las difíciles circunstancias propias 
del conflicto, a las mujeres les es difícil denunciar, como se 
analizará más adelante.
Sobre el deber de investigación que tiene el Estado 
frente a la situación que padecen las mujeres en el marco 
del conflicto armado y la impunidad, la Relatora Especial 
manifestó: 
“suma preocupación por el actual grado de impunidad por vio-
laciones de los derechos de la mujer, sobre todo las que ocurren 
debido al conflicto armado en Colombia o se ven agravadas 
como resultado de éste. Expresa preocupación además por el 
trato que recibe la mujer en el sistema de justicia penal y por 
el bajo porcentaje de condenas impuestas en casos de violación 
u otras formas de violencia basadas en género. El hecho de 
que no se investiga, enjuicia y castiga a los responsables de 
violaciones y otras formas de violencia basadas en el género 
ha contribuido a un entorno de impunidad que perpetúa la 
violencia contra la mujer, incluso la violación y la violencia 
intrafamiliar. Es fundamental que en los casos de violencia 
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basada en género se investiguen y que los perpetradores 
comparezcan a la justicia”75.
Según la cIdh (2006), el sistema de justicia es ineficaz respecto 
de la investigación, enjuiciamiento y sanción de los actores 
armados responsables de violencia sexual, lo que contribu-
ye a crear un clima de impunidad que a su vez favorece el 
aumento de la misma. Situación que ha sido confirmada por 
la Corte Constitucional en el Auto nº 092 de 2008. 
luz pIedad caIcedo (2008) señaló respecto de la Ley de 
Justicia y Paz que “De las 14.576 denuncias registradas ante 
la Fiscalía General de la Nación en las que las víctimas son 
mujeres sólo 64 (0,4%) corresponden a delitos sexuales”. 
Además de la impunidad que genera que el Estado in-
cumpla con el deber de persecusión de la violencia sexual 
y de los responsables de esta conductas, a su vez incumple 
con la garantía de no repetición de estas violaciones contra 
los derechos humanos. 
oBStáculoS para la No deNuNcIa de laS mujereS 
que Se coNSIderaN víctImaS de vIoleNcIa Sexual 
deNtro y fuera del coNflIcto armado
– Estigmatización y aislamiento por parte de su círculo 
social. El señalamiento hacia las mujeres víctimas de vio-
75 Informe de la misión a Colombia de la Relatora Especial sobre la Violencia 
contra la Mujer, sus causas y consecuencias acerca de la misión a Colombia 
del 1 al 7 de nov de 2001. E/CN.4/2002/83/Add.3. Párrafo 103. Sobre el 
particular, la Relatora Especial sobre Violencia contra la Mujer, en relación 
con la situación de la mujer en Colombia: “La impunidad y la denegación 
de justicia continúan figurando entre las preocupaciones más graves en 
Colombia. La impunidad en relación con toda clase de delitos se observa en 
todas partes. (…) La impunidad de los responsables de violencias por motivo 
de género constituye en uno de los factores que contribuyen de manera más 
importante a la permanente violación de los derechos de la mujer y al aumento 
de la violencia en general”. Informe de la misión a Colombia de la Relatora 
Especial sobre la Violencia contra la Mujer, sus causas y consecuencias acerca 
de la misión a Colombia del 1 al 7 de nov de 2001. E/CN.4/2002/83/Add.3. 
Párrafo 16.
152
lencia es otra de las funestas consecuencias de la violencia 
sexual, ya que acentúa las lesiones psicológicas causadas 
por la violencia a la víctima e impide que la mujer pueda 
rehacer su vida en sociedad. Esta causa resulta ser deter-
minante dentro de un contexto de conflicto armado; así lo 
señaló Amnistía Internacional (s.f.: 29) en el informe sobre 
violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto 
armado: “En Colombia, el estigma de la violencia sexual 
impide a muchas mujeres denunciar los abusos. Se condena 
al ostracismo a las supervivientes simplemente por el tipo 
de violencia ejercida en su contra. Sobrevivir a la violencia 
sexual se considera vergonzoso o “deshonroso”. 
– El miedo a la represalia del victimario conocido o descono-
cido (Defensoría del Pueblo, 2005: 3), es otra de las causas 
para que las mujeres no denuncien la agresión sexual, y en 
el contexto del conflicto armado éste es mucho mayor, pues 
no solo existe temor a la denuncia por parte de la víctima 
sino también por parte de sus familiares y de la comunidad 
en general76. El miedo a ser perseguida por el victimario 
y el grupo armado al visibilizar la agresión sexual no le 
permite actuar en esa dirección. Muchas mujeres líderes 
de organizaciones promotoras y protectoras de derechos 
humanos que han denunciado estas y otras formas de 
violencia en el conflicto armado han sido amenazadas, 
incluso muchas de ellas han perdido la vida. La Corte 
Constitucional ha consagrado una presunsión de riesgo 
respecto de las mujeres que hacen valer sus derechos ante 
el sistema de justicia, especialmente si se trata de lideresas 
o integrantes de organizaciones de víctimas de violaciones 
de derechos humanos77. En la Sentencia T-496 de 2008, la 
76 Relato de una mujer de 64 años a quien le violaron y mataron a su hija en La 
Guajira. Hablan las personas desplazadas en Colombia (Consejo Noruego 
para los Refugiados, 2007: 76).
77 Auto 092 de 2008, Sentencia de T-496 del mismo año y en el Auto 009 de 
2009.Los dos autos en relación con el desplazamiento forzado interno. La 
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Corte ordenó específicamente al Ministerio del Interior y 
a la Fiscalía General de la Nación desarrollar las acciones 
necesarias orientadas a efectuar una revisión integral del 
Programa de Protección de Víctimas y Testigos de la Ley 
de “Justicia y Paz”. 
– Desconocimiento del código propio del sistema judicial. 
Muchas mujeres rurales víctimas de violencia sexual en el 
conflicto tienen el referente de acudir al sistema judicial para 
hacer valer sus derechos, pero la consolidación del mismo 
no es inmediata, sino que va surgiendo a medida que van 
encontrando una mejoría en su entorno y en sus redes socia-
les, es decir, es un proceso. Así tengan interés en denunciar, 
las mujeres se enfrentan a una gran dificultad: desconocen 
el código de dicho sistema: normas, jerarquías, requisitos 
y formalidades propias del mismo. A estas mujeres no les 
resulta factible descifrar e interpretar el código que dinamiza 
sus derechos, pues resulta ajeno a su cotidianidad, razón 
por la cual acuden en la mayoría de casos a organizaciones 
no gubernamentales que protegen derechos humanos. 
La información, orientación, asesoría y acompañamien-
to son fundamentales para que las mujeres campesinas, 
afrodescendientes78 e indígenas79 denuncien el hecho. La 
sola denuncia no es suficiente para lograr justicia, verdad 
y reparación se requiere de un acompañamiento legal per-
manente para que la víctima pueda participar activamente 
en el proceso penal. 
sentencia T 496, específicamente frente al riesgo que presentan las lideresas 
que denuncian en el marco de la Ley de Justicia y Paz.
78 Las mujeres afrodescendientes en su mayoría presentan un bajo nivel de 
educación. Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
En Corte Constitucional, Auto 092 de 2008.
79 “La mayoría de las mujeres adultas son analfabetas en castellano”. Informe 
presentado por la oNIc a la Relatora de la Comisión Interamericana. En Corte 
Constitucional, Auto 092 de 2008.
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– Desconfianza en el sistema de justicia penal y en los orga-
nismos de control del Estado. Prevención que ha surgido a su 
vez por las siguientes causas: 
* Revictimización, sea por la falta de capacitación y sen-
sibilidad por parte de los funcionarios y funcionarias que 
conocen de los hechos, tal como lo confirma el Auto 092 de 
2008, o por estar expuestas a los distintos interrogatorios 
y a la incomodidad de los exámenes “sexológicos” que en 
esta clase de afectaciones resultan ser casi obligatorios. 
En general, las mujeres víctimas en un proceso penal son 
sometidas a diferentes juicios de valor por parte de los 
operadores del sistema.
Del mismo modo, el actual procedimiento penal que 
responde a lo dispuesto por la Ley 906 de 2004, es decir, al 
sistema acusatorio, se caracteriza, entre otros principios, por 
la oralidad, la inmediación, la concentración y la publicidad. 
Lo cual implica en terminos generales que cualquier deci-
sión se deba tomar con citación a las partes en audiencia, 
en la que deberán estar presentes, entre otros, el juez, las 
partes o intervinientes. En consecuencia, las víctimas de 
delitos de violencia sexual tienen que acudir y confrontar 
en audiencia a su victimario, situación lamentable, ya que el 
miedo y dolor de las víctimas genera deserción en aquellas 
que denunciaron y desestímulo a la denuncia en las mu-
jeres que no lo han hecho. Así lo manifestó la Defensoría 
del Pueblo (2005: 3): “En este orden es pertinente vigilar lo 
que está sucediendo en materia de justicia para las muje-
res, dado que las últimas reformas a la legislación penal y 
procedimental penal colombiana restringen los derechos de 
las mujeres, niños y niñas y afectan el acceso a la justicia de 
éstas al no garantizar del todo la protección de las víctimas 
de violencia sexual al interior de la familia, que constituye 
esta afectación en una clara discriminación contra mujeres, 
niños y niñas colombianas. El sistema penal acusatorio no 
tiene disposiciones especiales que amparen a las mujeres 
adultas víctimas, en el sentido que tendrán que comparecer 
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a juicio a rendir sus declaraciones frente a su victimario en 
juicios orales y públicos siendo objeto de la llamada revic-
timización del sujeto pasivo de la conducta”.
* Subvaloración de estos delitos o inadecuada tipificación 
de los mismos. Es frecuente que las autoridades encargadas 
de la investigacion en los pocesos subvaloren los delitos y 
los “clasifiquen” como delitos pasionales80 o los tipifiquen 
como violencia intrafamiliar o lesiones personales (Mesa 
de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, 2008: 48). 
Incluso tratándose de violencia sexual en conflicto arma-
do, es frecuente que la adecuación típica se haga respecto 
de aquellos delitos ubicados en el Título Iv Delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales y no como corres-
pondería en los tipos penales contemplados en el Título II 
Delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho In-
ternacional Humanitario. En este sentido, resulta pertinente 
manifestar que aunque la Unidad Nacional de Fiscalías 
para la Justicia y la Paz no cuenta con un sistema de infor-
mación consistente81, la relación de víctimas de violencia 
sexual registradas en los formatos de hechos atribuibles 
a los grupos armados al margen de la Ley se tipifica en 
los siguiente delitos contemplados en el Título Iv –contra 
la libertad, integridad y formación sexual–: acceso carnal 
abusivo con menor de catorce años (artículo 208 cp), acceso 
carnal violento (artículo 205 cp), acto sexual violento (artículo 
206 cp), y acceso carnal o acto sexual en persona puesta en 
80 Cfr. Corte Constitucional, Auto 092 de 2008.
81 Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. Fiscalía General de la 
Nación, oficio uNjyp n.º 006173 del 10 de julio de 2008.”en primer lugar y de 
manera atenta me permito aclararle que la Unidad Nacional de Justicia y paz 
no cuenta con un sistema de información, por lo tanto la información que 
existe obedece a un sistema manual, el cual se está desarrollando por parte 
de funcionarios de la Unidad de acuerdo a las necesidades de la misma”… 
aunado a que algunas víctimas aparecen registradas varias veces ante las 
diferentes entidades gubernamentales y no gubernamentales, ya que estas 
pudieron haber puesto en conocimiento más de una vez un mismo hecho 
ante las distintas entidades referidas pretéritamente”.
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incapacidad de resistir (artículo 207 cp). Sobre estos delitos, 
la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y Paz tiene 
un consolidado de 91 mujeres víctimas (datos que aún no 
han sido depurados, y que por lo tanto pueden presentar 
duplicidad)82. En la información enviada por la Fiscalía83 
existe, únicamente registradas 2 mujeres víctimas en los 
formatos atribuibles a los grupos armados al margen de 
la Ley por el delito de acceso carnal violento en persona 
protegida (artículo 138 cp).
Esta falta de consistencia en la tipificación por violencia 
sexual de grupos armados al margen de la ley refleja dis-
paridad de conceptos por parte de los funcionarios de la 
Fiscalía respecto a la existencia o no de conflicto armado y del 
concepto sistemático y generalizado de la violencia sexual. 
Una de las consecuencias de esta inadecuada tipificación es 
que la investigación y enjuiciamiento será tratada como un 
hecho aislado sin conexidad respecto del grupo armado al 
que pertenecía el perpetrador, ni tampoco en relación con 
otros delitos de violencia sexual.
* Subregistro. En zonas de conflicto armado es frecuente 
un subregistro oficial de los casos por parte de las autorida-
des judiciales. Es usual que en las poblaciones en las que se 
presentó una masacre se reporten las violaciones al derecho 
a la vida, pero no mencionen la violencia sexual que pade-
cieron mujeres antes de su muerte84, o no indaguen sobre la 
misma. Sobre el particular, la Corte Constitucional señaló que 
82 Ídem.
83 Ídem.
84 Cfr. Amnistía Internacional (s.f.). Informe presentado por la Oficina en 
Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos período de sesiones: E/CN.4/2001/15, 8 de febrero de 2001.
 Situación de los derechos humanos de las mujeres en Colombia. Presentación 
del señor Amerigo Incalcaterra, Director Adjunto de la Oficina en Colombia 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
Bogotá D.C., octubre 13 de 2004. Disponible enhttp://www.hchr.org.co/
publico/pronunciamientos/ponencias/po0453.pdf
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existe omisión por parte de las autoridades médico-legales y 
judiciales en el adelantamiento de los procedimientos para 
determinar si las víctimas de homicidio fueron previamente 
violentadas sexualmente85. 
Entre las causas del subregistro de violencia sexual en 
conflicto armado, se encuentra la falta de sistematización 
por parte de las autoridades médico- legales; así lo señaló 
la Relatora de la cIdh en su informe: “el formato utilizado 
por el INml para recoger información no incluye a los actores 
armado como posibles agresores y, por tanto, no frecen un 
panorama completo de la situación en zonas ocupadas por 
los actores del conflcito86.
En cuanto a las víctimas sobrevivientes de violencia 
sexual, la Corte Constitucional señaló que las autorida-
des que investigan estos delitos carecen de un sistema de 
atención a dichas víctimas, que cumpla con los estándares 
internacionales para estos casos.
La ineficacia en la investigación y juzgamiento es una 
de las principales causas87. No se puede desconocer que el 
sistema penal y procedimental se ejercita desde estructuras 
e imaginarios patriarcales que permean su funcionalidad y 
esta dinámica es percibida por las mujeres víctimas de estas 
violencias, quienes se rehúsan en muchos casos a acudir al 
mismo, pues consideran que los prejuicios de los funcio-
narios alteran la investigación. Así mismo, para ellos sigue 
siendo fundamental dentro del proceso penal la existencia 
de prueba física en los casos de violencia sexual. 
85 Corte Constitucional. Auto 092 de 14 de abril de 2008.
86 Informe de la Relatora de Derechos Humanos de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. “Las mujeres frente a la violencia y la discriminación 
derivadas del conflicto armado en Colombia. Documento oea/ser.L/V/
II.Doc67.Spa., par.67. en el mismo sentido Corte Constitucional. Auto 092 de 
14 de abril de 2008.
87 Cfr. Corte Constitucional. Auto 092 de 2008.
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La ineficacia en la investigación y juzgamiento es aún 
más lamentable en vigencia de la Ley 975 de 2005 que reguló 
la desmovilización entre el gobierno y los grupos de para-
militares, el reconocimiento de violencia sexual contra las 
mujeres por parte de los citados grupos ha sido la excepción 
(0,4%) (caIcedo, Op. cit.: 9). No es frecuente que el Fiscal 
interrogue a los paramilitares por violencia sexual ejercida 
contra las mujeres, y la indagación de estos delitos queda 
a la voluntad del funcionario investigador88. La función de 
investigación legal y constitucional se ha convertido en una 
mera corroboración de lo manifestado por el paramilitar en 
su versión libre; así lo reafirma la Fiscalía, al señalar que la 
“Unidad de Justicia y Paz no investiga la comisión de los 
delitos, pues una de sus funciones es corroborar los hechos 
que son enunciados y/o confesados por los postulados 
ante la Ley de Justicia y Paz”89. Como es de esperar ante tal 
debilidad normativa y procedimental los paramilitares en 
sus versiones han evadido en su mayoría responsabilidad 
sobre estos hechos (Comisión Colombiana de Juristas, 2008: 
58-64). Pero, además, tres años después (apróximadamente) 
de entrada en vigencia dicha Ley sorprende que no hubo 
ninguna imputación90 y solo después de este tiempo algu-
nas imputaciones parciales, que por lo demás presentan 
grandes dificultades, según la Comisión Colombiana de 
Juristas (2008), pues las mismas no aceleran los fallos y sí 
desnaturalizan el principio de una versión libre, completa 
y veraz; al tiempo que le dan equivocadamente el trata-
miento de delitos comunes a hechos punibles sistemáticos 
y generalizados.
88 Cfr. Corte Constitucional. Auto 092 de 2008 (Corporación Sisma Mujer, ob., cit: 
74). En el mismo sentido, Comisión Colombiana de Juristas (Op. cit.: 147).
89 Fiscalía General de la Nación, Unidad de Justicia y Paz. Comunicación NuNjyp 
nº 006173 de 10 de julio de 2008.
90 Fiscalía General de la Nación, Unidad de Justicia y Paz. Comunicación NuNjyp 
nº 006173 de 10 de julio de 2008.
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El procedimiento penal en general y en especial el trata-
miento que han recibido las víctimas en vigencia de la Ley 
975 de 2005 han sido obstáculos para combatir la impunidad 
frente a la comisión de delitos sexuales. La falta de una 
respuesta estatal para las víctimas ha sido la regla general 
no solo en vigencia de la citada Ley sino del sistema de 
justicia penal ordinario91. 
Inexistencia de garantías de seguridad por parte del 
Estado dentro de los procesos judiciales. Tal como se ana-
lizó, las amenazas que han recibido las mujeres víctimas 
de violencia sexual, así como la muerte de otras lideresas 
de derechos humanos que han hecho valer su calidad de 
víctimas dentro de los procesos penales –en especial dentro 
del regulado por la Ley 975 de 2005–, es prueba suficiente 
del riesgo extraordinario que deben afrontan las mismas 
en el propósito de lograr justicia y también del incumpli-
miento de la obligacion internacional92 y nacional93 del 
Estado de proteger el derecho a la seguridad personal de 
las mismas. 
Lamentable situación que con respecto a las mujeres se 
agrava como consecuencia del impacto diferencial que sufren 
dentro de la perversa dinámica del conflicto armado.
Respecto del asesinato de yolaNda IzquIerdo, el Secretario 
General de la oea al Consejo Permanente sobre la Misión de 
Apoyo al Proceso de Paz en Colombia, señaló: “El asesina-
to de yolaNda IzquIerdo, importante líder de las víctimas 
en el departamento de Córdoba, ocurrido el 31 de enero 
de 2007, puso en evidencia que las víctimas no tenían las 
garantías para poder participar activamente en el proceso 
91 Corte Constitucional. Auto 092 de 14 de abril de 2008
92 Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 3.º; Convención 
Americana de Derechos Humanos, articulo 7.º; Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, artículo 9º.
93 Constitución Política, artículos 93 y 94; Corte Constitucional Sentencias: T-719 
de 2003 y 496 de 2008.
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y reclamar sus derechos. Este hecho tuvo repercusiones 
negativas inmediatas, ya que aumentó el temor y mostró 
la limitada capacidad del Estado para ofrecer protección en 
determinadas zonas”.
En razón de la especial situación que deben soportar las 
mujeres víctimas de la violencia propia del conflicto y del 
riesgo que afrontan en busca de la protección de sus dere-
chos y de la participación dentro de los procesos penales, 
especialmente respecto del proceso reglado por la Ley 975 
de 2005, la Corte Constitucional, en Sentencia T -496 de 
mayo de 2008, tuteló los derechos a: la seguridad personal, 
libertad, vida en condiciones dignas y el acceso a la justicia 
de las demandantes (de manera individual) y de manera 
global de las víctimas y testigos de la Ley de Justicia y Paz. 
Dicho pronunciamiento, señaló: 
La condición de víctimas del conflicto armado y de miembros 
de organizaciones que promueven los derechos de las vícti-
mas, que concurre en las demandantes, unida al contexto del 
asesinato en secuencia de mujeres ubicadas en similares con-
diciones, las coloca en una situación de riesgo extraordinario 
específico e individualizable, no genérico; concreto en cuanto se 
basa en hechos verificables; actual, por cuanto tal como lo 
refieren informes recientes de organismos internacionales el 
proceso de justicia y paz se desarrolla en medio de violencias 
propias del conflicto (supra 7); importante y serio en cuanto 
amenaza las posibilidades de acceso real a sus demandas de 
justicia, y aún su integridad y su vida; claro y discernible por 
cuanto se trata de mujeres que lideran procesos sociales y/o 
pertenecen a zonas del país calificadas por el mapa de riesgo 
como de nivel extraordinario o alto.
De otra parte, resulta inobjetable que las demandantes se 
encuentran en la situación descrita en esta sentencia (supra 5) 
referida al impacto desproporcionado y diferenciado que el 
conflicto genera sobre las mujeres. Se ubican en esa particular 
situación de vulnerabilidad en virtud de su condición de fe-
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menina que les impone unos riesgos específicos y unas cargas 
extraordinarias en el contexto de la violencia94.
Presunción de riesgo contra los derechos a la seguridad 
personal, vida, integridad y acceso a la justicia, que fue 
reiterada en el Auto 009 de 200995. 
El miedo a investigar. El temor por parte de las auto-
ridades a investigar a miembros de los grupos armados 
ilegales96 es otra causa que impide que el Estado cumpla 
con el deber de investigar estas vulneraciones a los derechos 
humanos contra las mujeres. Específicamente en aquellas 
regiones en las que los grupos armados continuán mante-
niendo el poder. 
Estas son algunas de las causas determinantes para que 
las mujeres abusadas sexualmente en el conflicto armado 
94 Al referirse al riesgo extraordinario señaló que este no resulta legítimo 
ni soportable dentro de la convivencia en sociedad de acuerdo con la 
Constitución y los tratados internacionales. “se trata de riesgos extraordinarios 
cuya imposición misma lesiona la igualdad en la que deben estar las personas frente 
a la carga de vivir en sociedad”. De la misma manera, la Corte señaló “ A fin de 
de establecer si un riesgo puesto en conocimiento de las autoridades tiene una 
intensidad suficiente como para ser extraordinario, el funcionario competente 
debe analizar si confluyen en él algunos de los siguientes atributos”: específico 
e individualizable (que no se trate de un riesgo genérico), concreto (basados en 
acciones o hechos particulares y manifiestos, y no en suposiciones abstractas); 
actual (no debe ser remoto o eventual); importante (que amenace con lesionar 
bienes o intereses jurídicos valiosos para el sujeto); serio (de materialización 
probable por las circunstancias del caso); claro y discernible (no debe tratarse 
de una contigencia o peligro difuso); excepcional (no se trata de un riesgo que 
deba ser soportado por la generalidad de los individuos); desproporcionado 
(teniendo como parametro de comparación los beneficios que deriva la 
persona de la situación por la cual se genera el riesgo), además de grave e 
inminente. En Corte Constitucional Sentencia T-496 de 2008 del 16 de mayo 
de 2008, párr. 1.3.5. En el mismo sentido, Corte Constitucional Sentencia T-719 
de 2003 fundamento jurídico 4.2.3. 
95 Auto 009 de 2009, este último a propósito del homicidio del líder comunal 
de Turbaco, ferNaNdo heNry acuña ruíz, además hermano de una líder de 
la Líga de Mujeres Desplazadas.
96 Corte Constitucional, Auto 092 de 14 de abril de 2008.
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no denuncien las agresiones, siendo otra de las formas de 
invisibilizar esta violencia ante la sociedad y el Estado.
a maNera de coNcluSIóN 
– La violencia sexual contra las mujeres en nuestro país ha 
sido un constante tanto dentro como fuera del conflicto 
armado. Son los diferentes informes en su mayoría de orga-
nizaciones no gubernamentales, los que han dado visibilidad 
a estas agresiones contra mujeres, jóvenes y niñas.
– El Estado debe comprometerse en varios frentes a ata-
car la violencia sexual ejercida contra las mujeres, jóvenes y 
niñas, tanto en el contexto del conflicto armado como por 
fuera de él. 
– El Estado incumple con su deber de investigar, san-
cionar y enjuiciar a los responsables, pues en ocasiones, 
ante hechos públicos de masacres, en los que se sabe que 
hubo violencia sexual, el Estado no indaga ni persigue a 
los responsables. 
– La mujer se encuentra en una situación de vulnera-
bilidad extrema y es frecuente la no denuncia. Lamenta-
blemente, esta situación no permite una sanción para los 
responsables ni tampoco la reparación de los derechos de 
ellas. Adicionalmente, invisibiliza tales violaciones. Un 
deber mayor en la investigación, sanción y reparación es el 
que tiene el Estado tanto en la protección de los derechos 
vulnerados a las víctimas como en la garantía de acceso a 
un recurso judicial efectivo en aras de no someter a estas 
víctimas a un estado de indefensión.
– En los eventos en los que la mujer decide denunciar es 
importante que el Estado garantice el acompañamiento de 
la mujer y ejerza mecanismos de protección frente al pro-
ceso penal, más tratándose de una infracción de derechos 
humanos sistemática, generalizada y no de un delito común. 
La garantía de protección de su vida permite que la mujer 
participe en todas las etapas del proceso.
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– Teniendo en cuenta que la cultura patriarcal permea 
todas las instituciones, incluyendo la judicial, resulta indis-
pensable capacitar a los funcionarios/as y en general a los 
operadores de justicia para que ofrezcan una atención dife-
rencial a las mujeres, jóvenes y niñas víctimas de violencia 
sexual. Este es un paso urgente y necesario en la visibilidad 
de esta clase de violencia y en la eliminación de barreras 
para lograr justicia.
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